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I. NOTAS INFORMATIVAS

1. Orden HAP/703/2013, de 29 de abril, por la que se aprueba el modelo 583. “Impues-
to sobre el valor de la producción de la energía eléctrica. Autoliquidación y Pagos 
Fraccionados

Impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica
Modelo 583

Hoy ha sido publicada la Orden HAP/703/2013, de 29 de abril, por la que se aprueba el modelo 583 
«Impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica. Autoliquidación y Pagos Fraccio-
nados», y se establece la forma y procedimiento para su presentación.

Aunque aún no se puede acceder a este modelo desde la Sede electrónica para su presentación 
telemática ya se conocen su estructura y contenido exactos.

Plazos de presentación:

Los pagos fraccionados correspondientes a los meses 3, 6, 9 y 12 del año natural se realizarán 
entre los días 1 a 20 de los meses de mayo, septiembre, noviembre y febrero siguientes a la finali-
zación del periodo, respectivamente.

La autoliquidación se realizará entre los días 1 a 30 del mes de noviembre del año natural siguiente 
a la finalización del periodo, exceptuando si la actividad finaliza en fecha anterior a 31 de octubre, 
en cuyo caso la autoliquidación se realizará entre los días 1 a 30 del mes de noviembre del mismo 
año natural.

Forma de presentación: se presentará por vía telemática mediante ordenador con firma electró-
nica válida.

2. Orden HAP/470/2013 por la que se aprueban los modelos de declaración del 
IRPF y del Impuesto sobre el Patrimonio 2012, en los que se contemplan algunas 
modificaciones

DECLARACIÓN IRPF E IMPUESTO SOBRE PATRIMONIO

Orden HAP/470/2013 por la que se aprueban los modelos de declaración del IRPF y del Impuesto 
sobre el Patrimonio 2012

Se han aprobado los nuevos modelos de declaración del IRPF y del Impuesto sobre el Patrimonio, 
correspondientes al ejercicio 2012, mediante Orden HAP/470/2013.

Aunque, prácticamente son sidénticos a los establecidos en el año 2011, se contemplan algunas 
novedades que a continuación les detallamos y que se corresponden con modificaciones normativas:

· Nuevo supuesto de declaración complementaria para contribuyentes que han trasladado su 
residencia a otro Estado de la UE, que tienen 2 opciones: imputar las rentas pendientes al último 
período que deben declarar por el IRPF con autoliquidación complementaria sin sanción ni intereses, 
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o ir presentando complementarias del último ejercicio por el que tuvieron que presentar el IRPF a 
medida que vayan obteniendo las rentas pendientes.

· Nueva casilla para incluir el exceso de amortización practicado por la libertad de amortización de 
la D.A. 11.ª, respecto de las amortizaciones fiscalmente deducibles si no se hubiera utilizado este 
incentivo, para realizar el cálculo de la ganancia o pérdida patrimonial cuando se transmiten esos 
elementos afectos, ya que dicho exceso tributará como rendimiento de actividades económicas.

· Casilla para indicar si se presentará autoliquidación por el Gravamen único de actualización si se 
ha optado por actualizar balances.

· Exención del 50% de las ganancias obtenidas por la transmisión de inmuebles urbanos adquiridos 
entre el 12-05-12 y el 31-12-12.

· Las tarifas complementarias que tendrán una aplicación transitoria, en 2012 y 2013, tanto sobre 
la base liquidable general como sobre la base del ahorro.

· Supresión de la compensación por adquisición de vivienda que se efectuó antes del 20-01-06.

· Nuevos límites a las deducciones por inversión empresarial.

· Nuevas deducciones autonómicas.

Borrador

En cuanto al borrador conviene recordar una serie de cuestiones y advertir que se amplía el perfil 
de los contribuyentes que pueden utilizarlo para declarar:

· Nuevo perfil: además de poder declarar renta con el borrador los contribuyentes que obtienen 
rendimientos del trabajo, del capital mobiliario sujetos a retención y de Letras del Tesoro y de 
ganancias patrimoniales sometidas a retención, también podrán hacerlo los que obtengan las 
siguientes rentas:

-Renta básica de emancipación, subvenciones por adquisición de vivienda y demás subvenciones, 
salvo que tengan la consideración de rendimientos de actividades económicas.

-Pérdidas derivadas de la transmisión o reembolso de acciones o participaciones en IIC.

-Imputación de rentas inmobiliarias si proceden, como máximo, de 8 viviendas (antes el máximo 
era de 2).

-Rendimientos del capital mobiliario e inmobiliario obtenido por entidades en régimen de atribución 
de rentas cuando se han atribuido a los socios, herederos, comuneros o partícipes.

· El plazo para obtener el borrador y los datos fiscales comienza el 2 de abril

· Forma de obtener el borrador y/o los datos fiscales: entrando en la web de la AEAT y facilitando 
NIF, importe de la casilla 620 del IRPF 2011 y l número de móvil. Se recibirá en el teléfono el
número de referencia que nos permitirá acceder al borrador y a los datos. También se puede 
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obtener con el número de referencia que se nos enviará si estamos suscritos al servicio de alertas a 
móviles, accediendo directamente con nuestro certificado electrónico o, si lo solicitamos en 2011, 
por correo ordinario (siempre que no lo hayamos obtenido de las formas descritas anteriormente).

· Modificación y presentación del borrador: la forma más sencilla es a través de la web de la AEAT 
utilizando el número de referencia antes mencionado.

· Plazo de presentación del borrador: desde  el 01-04-13 al 01-07-13. Si resulta un importe a ingresar 
y se quiere domiciliar el pago de la totalidad o del primer plazo, habrá que hacerlo hasta el 26-06-
13.

Formas de presentación

La declaración del IRPF se puede presentar, por vía telemática, desde el 24-04-13 hasta el 01-07-
13, pudiendo domiciliar el pago de la totalidad o del primer plazo hasta el 26-06-13. Por otros 
medios se puede presentar desde el 06-05-13 hasta el 01-07-13. ¡Atención!, como el año pasado, 
es obligatoria la presentación telemática para los contribuyentes del IRPF obligados a presentar el 
Impuesto sobre el Patrimonio.

La declaración del Impuesto sobre el Patrimonio se ha de presentar en los mismos plazos que 
la del IRPF y solo por Internet. Dicha presentación deberán hacerla los sujetos pasivos a los que 
resulta a ingresar o cuando el valor de sus bienes y derechos, sin detraer deudas y cargas, supere 
los 2.000.000 euros.

II.ÚLTIMAS NORMAS PUBLICADAS

A) Normativa Estatal 

Orden HAP/547/2013, de 2 de abril

Por la que se crea y se regula el Registro Electrónico del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas.
B.O.E. 8 de Abril de 2013

Resolución de 26 de marzo de 2013 del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas

Por la que se aprueba el Plan de Contabilidad de pequeñas y medianas entidades sin fines lucrati-
vos.
BOE 9 de Abril de 2013

Resolución de 26 de marzo de 2013 del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas 

Por la que se aprueba el Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos.
BOE 10 de Abril de 2013
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Orden HAP/636/2013, de 15 de abril

Por la que se aprueba el modelo 108, “Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 
16/2012 para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación”, 
se aprueba el modelo 208, “Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 para 
sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación”, y por la que se modifica la Orden 
HAP/2055/2012, de 28 de septiembre, por la que se aprueba el modelo 202 y se modifica el mode-
lo 222 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimientos permanentes y entidades en 
régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con presencia en territorio español 
y por la que se modifican otras disposiciones relativas al ámbito de la gestión recaudatoria de de-
terminadas autoliquidaciones.
BOE 19 de Abril de 2013

Orden HAP/660/2013, de 22 de abril

Por la que se reducen para el período impositivo 2012 los índices de rendimiento neto y el índice 
corrector por piensos adquiridos a terceros aplicables en el método de estimación objetiva del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas para las actividades agrícolas y ganaderas afectadas 
por diversas circunstancias excepcionales.
BOE 23 de Abril de 2013

OM HAP/636/2013 de 15 abril

Por la que se aprueba los modelos 108 y 208 y modifica OM HAP/2055/2012 de 28 Sep., aprueba el 
modelo 202 y modifica el modelo 222 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto 
sobre Sociedades y del IRPF.
BOE 215de Abril de 2013

-Se aprueban nuevos modelos Tributarios

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 94 Viernes 19 de abril de 2013 

I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

4123 - Orden HAP/636/2013, de 15 de abril, por la que se aprueba el modelo 108, «Gravamen único 
sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas. Autoliquidación», se aprueba el modelo 208, «Gravamen único sobre reva-
lorización de activos de la Ley 16/2012 para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y con-
tribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Auto-
liquidación», y por la que se modifica la Orden HAP/2055/2012, de 28 de septiembre, por la que se 
aprueba el modelo 202 y se modifica el modelo 222 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta 
del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes correspondiente a 
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establecimientos permanentes y entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el 
extranjero con presencia en territorio español y por la que se modifican otras disposiciones relati-
vas al ámbito de la gestión recaudatoria de determinadas autoliquidaciones.

El artículo 9 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tribu-
tarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica, 
establece la opción, para los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que realicen actividades económicas y los contribu-
yentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes que operen en territorio español a través de 
un establecimiento permanente, de realizar una actualización de balances. Esta actualización mo-
netaria de valores contables, que cuenta con diversos antecedentes normativos, incorpora técnicas 
de actualización ya conocidas y conlleva una carga fiscal reducida.

En cuanto a su contenido, el apartado 8 del mencionado artículo 9 señala que los sujetos pasivos 
o los contribuyentes que practiquen la actualización deberán satisfacer un gravamen único del 5 
por ciento sobre el saldo acreedor de la cuenta «reserva de revalorización de la Ley 16/2012, de 27 
de diciembre». Tratándose de contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
que estuvieran obligados a llevar los libros registros de su actividad económica, el gravamen único 
recaerá sobre el incremento neto de valor de los elementos patrimoniales actualizados.

El importe del gravamen único no tendrá la consideración de cuota del Impuesto sobre Sociedades, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, ni del Impuesto sobre la Renta de no Residen-
tes, ni la consideración de gasto fiscalmente deducible de los citados Impuestos.

Este gravamen se autoliquidará e ingresará conjuntamente con la declaración del Impuesto sobre 
Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes relativa al período impositivo al que 
corresponda el balance en el que constan las operaciones de actualización, o del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas correspondiente al período impositivo 2012. La presentación de la 
declaración fuera de plazo será causa invalidante de las operaciones de actualización.

Asimismo, en el apartado 8 del artículo 9 de la citada Ley 16/2012, de 27 de diciembre, se autoriza 
al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a aprobar el modelo de declaración de este 
gravamen único de actualización así como a determinar la información complementaria que deben 
presentar los sujetos pasivos o contribuyentes que hayan realizado las operaciones de actualización 
de valores. 

En base a dicha habilitación legal, esta Orden aprueba los modelos de actualización de balances 
para los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Re-
sidentes que operen en territorio español a través de un establecimiento permanente, y para los 
contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que realicen actividades econó-
micas, los plazos y la forma en que deben presentarse, así como las restantes disposiciones nece-
sarias para su aplicación.

Asimismo, con el fin de dar un trato diferenciado al pago fraccionado de las entidades acogidas al 
régimen de las entidades navieras en función del tonelaje, en la disposición final primera de esta 
Orden se procede a modificar los anexos I y II de la Orden HAP/2055/2012, de 28 de septiembre, 
por la que se aprueba el modelo 202 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto 
sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimien-
tos permanentes y entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con 
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presencia en territorio español, y se establecen las condiciones generales y el procedimiento para 
su presentación telemática y se modifica la Orden EHA/1721/2011, de 16 de junio, por la que se 
aprueba el modelo 222 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Socieda-
des en régimen de consolidación fiscal estableciéndose las condiciones generales y el procedimien-
to para su presentación telemática.

Por último, en las disposiciones finales segunda y tercera de esta Orden se modifican la Orden 
EHA/2027/2007, de 28 de junio, por la que se desarrolla parcialmente el Real Decreto 939/2005, 
de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, en relación con 
las entidades de crédito que prestan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Orden EHA/1658/2009, de 12 de junio, por la que 
se establecen el procedimiento y las condiciones para la domiciliación del pago de determinadas 
deudas cuya gestión tiene atribuida la Agencia Estatal de Administración Tributaria, incluyendo a 
los modelos 108 y 208 como autoliquidaciones que pueden ser gestionadas por las entidades cola-
boradoras así como autoliquidaciones que pueden ser objeto de domiciliación.

En su virtud dispongo:

Artículo 1. Aprobación del modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 
16/2012 para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación».

1. Se aprueban el modelo de declaración (D-108) y el documento de ingreso de la autoliquidación 
resultante (108) del «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 para contri-
buyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación», a cuyos contenidos 
deberán ajustarse los ficheros electrónicos para la presentación telemática de la citada declaración 
y las copias electrónicas de las mismas.

Dichos modelos figuran en el Anexo I de esta Orden.

El número de justificante que habrá de figurar en el documento de ingreso será un número secuen-
cial cuyos tres primeros dígitos se corresponderán con el código 108.

2. Los citados modelos estarán disponibles exclusivamente en formato electrónico y su presenta-
ción se realizará por vía telemática, de acuerdo con las condiciones generales y el procedimiento 
establecido en los artículos 5, 8 y 9 y dentro del plazo señalado en el artículo 3 de esta Orden.

Artículo 2. Aprobación del modelo 208 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 
16/2012 para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación».

1. Se aprueban el modelo de declaración (D-208), y el documento de ingreso de la autoliquidación 
resultante (208) del «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para su-
jetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes con establecimiento permanente: Autoliquidación», a cuyos contenidos deberán ajus-
tarse los ficheros electrónicos para la presentación telemática de la citada declaración y las copias 
electrónicas de las mismas. 

Dichos modelos figura en el Anexo II de esta Orden.
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El número de justificante que habrá de figurar en el documento de ingreso será un número secuen-
cial cuyos tres primeros dígitos se corresponderán con el código 208.

2. Los citados modelos estarán disponibles exclusivamente en formato electrónico y su presenta-
ción se realizará por vía telemática, de acuerdo con las condiciones generales y el procedimiento 
establecido en los artículos 6, 8 y 9 y dentro del plazo señalado en el artículo 4 de esta Orden.
Artículo 3. Plazo de presentación del modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de activos 
de la Ley 16/2012, para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Auto-
liquidación».

1. Conforme a los apartados 3 y 8 del artículo 9 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que 
se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al im-
pulso de la actividad económica, el plazo de presentación del modelo 108»Gravamen único sobre 
revalorización de activos de la Ley 16/2012, para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas. Autoliquidación», será el comprendido entre los días 24 de abril y 1 de julio de 
2013, ambos inclusive.

2. La presentación de la declaración fuera del plazo señalado en el apartado 1 anterior será causa 
invalidante de las operaciones de actualización.

Artículo 4. Plazo de presentación del modelo 208 «Gravamen único sobre revalorización de activos 
de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Im-
puesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación».

1. Conforme a los apartados 3 y 8 del artículo 9 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, el plazo de 
presentación del modelo 208 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 
para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Ren-
ta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación», será coincidente con la 
declaración del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con 
establecimiento permanente relativa al período impositivo al que corresponda el balance en el que 
constan las operaciones de actualización, efectuándose por tanto dentro de los 25 días naturales 
siguientes a los seis meses posteriores a la conclusión del período impositivo correspondiente al 
primer ejercicio cerrado con posterioridad al 28 de diciembre de 2012.

2. La presentación de la declaración fuera del plazo señalado en el apartado 1 anterior será causa 
invalidante de las operaciones de actualización.

Artículo 5. Forma de presentación del modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de ac-
tivos de la Ley 16/2012, para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
Autoliquidación».

1. La presentación de la declaración del modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de ac-
tivos de la Ley 16/2012, para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
Autoliquidación», se efectuará de forma obligatoria por vía telemática a través de Internet, con 
arreglo a las condiciones y al procedimiento establecidos en los artículos 8 y 9 de esta Orden.

2. Este gravamen se autoliquidará conjuntamente con la declaración del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas correspondiente al período impositivo 2012.
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A tal efecto, el contribuyente presentará en primer lugar la declaración correspondiente al modelo 
108 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación».

Una vez presentada la anterior declaración, los contribuyentes deberán consignar en su declaración 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al período impositivo 2012, la 
marca de haber realizado la presentación del modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de 
activos de la Ley 16/2012, para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
Autoliquidación», y a continuación efectuar la presentación de la declaración del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio 2012, declaración que estos contribuyen-
tes deberán realizar en todo caso por vía telemática a través de internet.

Artículo 6. Forma de presentación del modelo 208 «Gravamen único sobre revalorización de ac-
tivos de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación».

1. La presentación de la declaración del modelo 208 «Gravamen único sobre revalorización de ac-
tivos de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos de Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación», se 
efectuará de forma obligatoria por vía telemática a través de Internet, con arreglo a las condiciones 
y al procedimiento establecidos en los artículos 8 y 9 de esta Orden.

2. Este gravamen se autoliquidará conjuntamente con la declaración del Impuesto sobre Socieda-
des o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente relativa al pe-
riodo impositivo al que corresponde el balance en el que constan las operaciones de actualización.
A tal efecto, el contribuyente presentará en primer lugar la declaración correspondiente al modelo 
208 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del 
Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento 
permanente. Autoliquidación».

Una vez presentada esta declaración, los contribuyentes deberán consignar en su declaración del 
Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento 
permanente del período impositivo al que corresponde el balance en el que constan las operacio-
nes de actualización, la marca de haber realizado la presentación del modelo 208 «Gravamen único 
sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre Socieda-
des o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquida-
ción», y a continuación efectuar la presentación de la declaración del Impuesto sobre Sociedades o 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente relativa al periodo 
impositivo al que corresponde el balance en el que constan las operaciones de actualización, de-
claración que estos contribuyentes deberán realizar en todo caso por vía telemática a través de 
internet.

Artículo 7. Pago mediante domiciliación bancaria de las deudas tributarias resultantes de las auto-
liquidaciones correspondientes al modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de activos de 
la Ley 16/2012 para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliqui-
dación» y de las deudas tributarias resultantes de las autoliquidaciones correspondientes al mo-
delo 208 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 para sujetos pasivos 
del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con 
establecimiento permanente. Autoliquidación».
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1. Los obligados tributarios que opten por la actualización de balances podrán utilizar, como medio 
de pago de las deudas tributarias resultantes de la misma, la domiciliación bancaria en la entidad 
de crédito que actúe como colaboradora en la gestión recaudatoria (Banco, Caja de Ahorro o Coo-
perativa de crédito) sita en territorio español en la que se encuentre abierta a su nombre la cuenta 
en la que se domicilia el pago. 

2. Las personas o entidades autorizadas a presentar por vía telemática declaraciones en represen-
tación de terceras personas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 79 a 81 del Reglamento 
General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo 
de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real 
Decreto 1065/2007, de 27 de julio, y en la Orden HAC/1398/2003, de 27 de mayo, por la que se 
establecen los supuestos y condiciones en que podrá hacerse efectiva la colaboración social en la 
gestión de los tributos, y se extiende ésta expresamente a la presentación telemática de determi-
nados modelos de declaración y otros documentos tributarios, podrán, por esta vía, dar traslado 
de las órdenes de domiciliación que previamente les hayan comunicado los terceros a los que re-
presentan.

3. La domiciliación bancaria del modelo 108 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la 
Ley 16/2012, para contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquida-
ción», podrá realizarse desde el día 24 de abril hasta el 26 de junio de 2013, ambos inclusive.

4. La domiciliación bancaria del modelo 208 «Gravamen único sobre revalorización de activos de 
la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente. Autoliquidación» podrán reali-
zarla los sujetos pasivos cuyo período impositivo finalice el 31 de diciembre del 2012.

La domiciliación bancaria a que se refiere el párrafo anterior podrá realizarse desde el día 1 de julio 
hasta el 20 de julio de 2013, ambos inclusive.

5. La Agencia Estatal de Administración Tributaria comunicará la orden u órdenes de domiciliación 
bancaria del presentador a la entidad colaboradora señalada, la cual procederá, en el caso de los 
contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que se acojan a la actualización 
de balances, el día 1 de julio de 2013 a cargar en cuenta el importe domiciliado, ingresándolo en 
los plazos establecidos en la cuenta restringida de colaboración en la recaudación de los tributos. 
En el caso de los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes con establecimiento permanente, el cargo en cuenta del importe 
domiciliado se realizará el día 25 de julio de 2013.

6. Cuando no se produjese el cargo en cuenta de los importes domiciliados, aun por causa no im-
putable a los obligados, éstos no quedarán liberados frente a la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria de la obligación de ingresar el importe de la deuda domiciliada.

7. Los pagos se entenderán realizados en la fecha de cargo en cuenta de las domiciliaciones, consi-
derándose justificante del ingreso realizado el que a tal efecto expida la entidad de crédito donde 
se encuentre domiciliado el pago, que incorporará las especificaciones recogidas en el apartado 2 
del artículo 3 de la citada Orden EHA/2027/2007, de 28 de junio, por la que se desarrolla parcial-
mente el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Recaudación, en relación con las entidades de crédito que prestan el servicio de colaboración en la 
gestión recaudatoria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
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8. El presentador, a través de la Sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
en la dirección electrónica https://www.agenciatributaria.gob.es, podrá rectificar las domiciliacio-
nes previamente ordenadas, revocarlas o, en su caso, rehabilitar las órdenes previamente revoca-
das, de conformidad con lo dispuesto en los apartados 3, 4 y 5 de la Orden EHA/1658/2009, de 
12 de junio, por la que se establecen el procedimiento y las condiciones para la domiciliación del 
pago de determinadas deudas cuya gestión tiene atribuida la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria. 

Artículo 8. Condiciones generales para la presentación telemática de las declaraciones del modelo 
108 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación» y del modelo 208 «Gravamen 
único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento 
permanente. Autoliquidación».

1. La presentación de las declaraciones reguladas en esta Orden por vía telemática a través de 
Internet podrá ser efectuada bien por el propio declarante o bien por un tercero que actúe en su 
representación, de acuerdo con lo establecido en los artículos 79 a 81, ambos inclusive, del Real 
Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones 
y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de 
los procedimientos de aplicación de los tributos, y en la Orden HAC/1398/2003, de 27 de mayo, 
por la que se establecen los supuestos y condiciones en que podrá hacerse efectiva la colaboración 
social en la gestión de los tributos, y se extiende ésta expresamente a la presentación telemática de 
determinados modelos de declaración y otros documentos tributarios.

2. La presentación telemática estará sujeta a las siguientes condiciones:

a) El declarante deberá disponer de Número de Identificación Fiscal (NIF) y estar identificado en el 
Censo de Obligados Tributarios con carácter previo a la presentación del modelo de autoliquida-
ción.

b) El declarante deberá tener instalado en el navegador un certificado electrónico X.509.V3 expe-
dido por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, el Documento Nacional 
de Identidad electrónico (DNI-e) o cualquier otro certificado electrónico admitido por la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, de acuerdo con lo previsto en la Orden HAC/1181/2003, de 
12 de mayo, por la que se establecen normas específicas sobre el uso de la firma electrónica en las 
relaciones tributarias por medios electrónicos, informáticos y telemáticos con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

Si la presentación telemática va a ser realizada por una persona o entidad autorizada para presen-
tar declaraciones en representación de terceras personas, será esta persona o entidad autorizada 
quien deberá tener instalado en el navegador su certificado.

En el caso de la presentación del modelo 108, de acuerdo con lo previsto en el apartado 1.c) del 
artículo 9 de esta Orden, se podrá realizar la presentación de la autoliquidación sin necesidad de 
disponer de certificado electrónico mediante la consignación del Número de Identificación Fiscal 
(NIF) del declarante, el NRC obtenido en la entidad colaboradora y el número de referencia del 
borrador o de los datos fiscales del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas previamente 
suministrado por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
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c) Para efectuar la presentación telemática, el declarante o, en su caso, el presentador, deberá cum-
plimentar y transmitir los datos del formulario, ajustado a los modelos aprobados en la presente 
Orden Ministerial, que estarán disponibles en la sede electrónica de la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria en Internet, dirección electrónica https://www.agenciatributaria.gob.es.

3. En aquellos casos en que se detecten anomalías de tipo formal en la transmisión telemática de 
declaraciones, dicha circunstancia se pondrá en conocimiento del presentador de la declaración 
por el propio sistema mediante los correspondientes mensajes de error, para que proceda a su 
subsanación.

4. La transmisión telemática de los citados modelos deberá realizarse en la misma fecha en que 
tenga lugar el ingreso resultante del mismo. No obstante lo anterior, en el caso de que existan difi-
cultades técnicas que impidan efectuar la transmisión telemática de la declaración en la misma fe-
cha del ingreso, podrá realizarse dicha transmisión telemática hasta el segundo día hábil siguiente 
al del ingreso. Ello no supondrá, en ningún caso, que queden alterados los plazos de declaración e 
ingreso previstos en los artículos 3 y 4 de esta Orden. 

Artículo 9. Procedimiento para la presentación telemática por Internet de las declaraciones del mo-
delo 108 «Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para contribuyentes 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación» y del modelo 208 «Gravamen 
único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con establecimiento 
permanente. Autoliquidación».

1. El procedimiento a seguir para la presentación telemática de las declaraciones reguladas en esta 
Orden será el siguiente:

a) El declarante o presentador se pondrá en contacto con la entidad de crédito que actúa como 
colaboradora en la gestión recaudatoria (bancos, cajas de ahorro o cooperativas de crédito) por vía 
telemática, de forma directa o a través de la Agencia Estatal de Administración Tributaria o bien 
acudiendo a sus oficinas, para efectuar el ingreso correspondiente y facilitar los siguientes datos:
NIF del declarante (9 caracteres).

Ejercicio fiscal (12= 2 últimos dígitos del año de presentación).

Período: 2 caracteres: «0A» (cero A).

Documento de ingreso, dependiendo del gravamen que se ingresa:

108 («Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 para contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidación»).

208 («Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012 para sujetos pasivos del 
Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes con 
establecimiento permanente. Autoliquidación»).

Tipo de autoliquidación = «I» Ingreso.
Importe a ingresar (deberá ser mayor que cero y expresado en euros).
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La entidad colaboradora, una vez realizado el ingreso, asignará un Número de Referencia Completo 
(NRC) que generará informáticamente mediante un sistema criptográfico que relacione de forma 
unívoca el NRC con el importe ingresado.

Al mismo tiempo, remitirá o entregará, según la forma de transmisión de los datos, un recibo que 
contendrá, como mínimo, los datos señalados en el artículo 3.3 de la Orden EHA/2027/2007, de 28 
de junio, por la que se desarrolla parcialmente el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento General de Recaudación, en relación con las entidades de crédito que 
prestan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria de la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria.

Para realizar el pago por Internet a través de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y ob-
tener el NRC, el declarante o presentador deberá conectarse con la sede electrónica de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria en Internet en la dirección electrónica https://www.agenciatri-
butaria.gob.es, utilizando su firma electrónica y, dentro de la opción de Pago de impuestos- Auto-
liquidaciones, seleccionar uno de los medios de pago ofrecidos (pago mediante cargo en cuenta o 
pago con tarjeta).

b) El declarante o, en su caso, el presentador, una vez realizada la operación anterior, se conectará a 
través de Internet con la citada sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
y seleccionará, dentro de la presentación de declaraciones, la declaración a transmitir, e introducirá 
el NRC suministrado por la entidad colaboradora.

c) A continuación procederá a transmitir la declaración con la firma electrónica generada al selec-
cionar el certificado previamente instalado en el navegador a tal efecto.

Si el presentador es una persona o entidad autorizada a presentar declaraciones en representación 
de terceras personas, se requerirá una única firma, la correspondiente a su certificado.

No obstante, en el caso de la presentación del modelo 108, el contribuyente, una vez obtenido el 
Número de Referencia Completo (NRC) de la entidad colaboradora de forma directa, por vía tele-
mática o bien acudiendo a sus oficinas, podrá proceder a transmitir la autoliquidación sin necesi-
dad de firma electrónica, mediante la consignación del Número de Identificación Fiscal (NIF) del 
declarante, el NRC y el número de referencia del borrador o de los datos fiscales del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas previamente suministrado por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.

d) Si la declaración es aceptada, la Agencia Estatal de Administración Tributaria le devolverá en 
pantalla los datos de la declaración con resultado a ingresar validados con un Código Seguro de 
Verificación de 16 caracteres, además de la fecha y hora de presentación.

e) En el supuesto de que la presentación fuese rechazada se mostrará en pantalla un mensaje con la 
descripción de los errores detectados. En este caso, se deberá proceder a subsanar los mismos en 
el formulario de entrada, o repitiendo la presentación si el error fuese originado por otro motivo.

El declarante o presentador deberá conservar la declaración aceptada y el documento de ingreso 
debidamente validados con el correspondiente Código Seguro de Verificación.
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2. Si el resultado de la declaración transmitida es a ingresar y se presenta con solicitud de compen-
sación, aplazamiento o fraccionamiento, o reconocimiento de deuda será de aplicación lo previsto 
en los artículos 71 y siguientes de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y 55 y 
siguientes del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 
de julio, y en los artículos 65 de la Ley General Tributaria y 44 y siguientes del Reglamento General 
de Recaudación, respectivamente.

El procedimiento de transmisión telemática de la declaración con solicitud de aplazamiento o frac-
cionamiento, con solicitud de compensación o simple reconocimiento de deuda será el previsto en 
los apartados anteriores, con la particularidad de que, finalizada la presentación de la declaración, 
el presentador obtendrá, además del código de seguro de verificación, una clave de liquidación 
con la que, si lo desea, podrá solicitar compensación, aplazamiento o fraccionamiento, en el mismo 
momento de la obtención de esta clave con el enlace habilitado a tal efecto, o en un momento 
posterior, en la sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en Internet, en la 
dirección electrónica https://www.agenciatributaria.gob.es, a través de la opción Procedimientos, 
Servicios y Trámites (Información y Registro)/Recaudación».

Disposición final primera. Modificación de la Orden HAP/2055/2012, de 28 de septiembre, por la 
que se aprueba el modelo 202 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre 
Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimientos 
permanentes y entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con 
presencia en territorio español, y se establecen las condiciones generales y el procedimiento para 
su presentación telemática y se modifica la Orden EHA/1721/2011, de 16 de junio, por la que se 
aprueba el modelo 222 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Socieda-
des en régimen de consolidación fiscal estableciéndose las condiciones generales y el procedimien-
to para su presentación telemática.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Orden HAP/2055/2012, de 28 de septiembre, por 
la que se aprueba el modelo 202 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre 
Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimientos 
permanentes y entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con 
presencia en territorio español, y se establecen las condiciones generales y el procedimiento para 
su presentación telemática y se modifica la Orden EHA/1721/2011, de 16 de junio, por la que se 
aprueba el modelo 222 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Socieda-
des en régimen de consolidación fiscal estableciéndose las condiciones generales y el procedimien-
to para su presentación telemática:

Uno. Se sustituye el Anexo I «Pago fraccionado. Impuesto sobre Sociedades. Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes (establecimientos permanentes y entidades en régimen de atribución de 
rentas constituidas en el extranjero con presencia en territorio español)» (modelo 202), por el que 
figura como Anexo III de la presente Orden.

Dos. Se sustituye el Anexo II «Pago fraccionado. Impuesto sobre Sociedades. Régimen de consolida-
ción fiscal» (modelo 222), por el que figura como Anexo IV de la presente Orden.

Disposición final segunda. Modificación de la Orden EHA/2027/2007, de 28 de junio, por la que se 
desarrolla parcialmente el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Regla-
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mento General de Recaudación, en relación con las entidades de crédito que prestan el servicio de 
colaboración en la gestión recaudatoria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

La Orden EHA/2027/2007, de 28 de junio, por la que se desarrolla parcialmente el Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, en relación 
con las entidades de crédito que prestan el servicio de colaboración en la gestión recaudatoria de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, queda modificada como sigue:

En el anexo I, Código 021-Autoliquidaciones, se incluyen los siguientes modelos de autoliquidación:

«Código de modelo: 108. 
Denominación: “Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para contribu-
yentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Autoliquidaciónˮ.
Período de ingreso: OA.

Código de modelo: 208.
Denominación: “Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 16/2012, para sujetos 
pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Resi-
dentes con Establecimiento Permanente. Autoliquidaciónˮ.
Período de ingreso: OA.»

Disposición final tercera. Modificación de la Orden EHA/1658/2009, de 12 de junio, por la que se 
establecen el procedimiento y las condiciones para la domiciliación del pago de determinadas deu-
das cuya gestión tiene atribuida la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

La Orden EHA/1658/2009, de 12 de junio, por la que se establecen el procedimiento y las condicio-
nes para la domiciliación del pago de determinadas deudas cuya gestión tiene atribuida la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria queda modificada como sigue:

1. En el Anexo I, «Relación de modelos de autoliquidaciones cuyo ingreso puede ser domiciliado a 
través de las Entidades Colaboradoras de la Agencia Estatal de Administración Tributaria», se aña-
den los siguientes modelos:

«Código modelo: 108. Denominación: “Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 
16/2012, para contribuyentes del I.R.P.F. Autoliquidaciónˮ.

Código modelo: 208. Denominación: “Gravamen único sobre revalorización de activos de la Ley 
16/2012, para sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y contribuyentes del Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes con Establecimiento Permanente. Autoliquidaciónˮ.»

2. En el Anexo II, «Plazos generales de presentación telemática de autoliquidaciones con domicilia-
ción de pago», se introducen las siguientes modificaciones:

Se añade el modelo 108 y el plazo correspondiente al mismo:

«Código modelo: 108; Plazo: Desde el 24 de abril de 2013 hasta el 26 de junio de 2013, ambos 
inclusive.»
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Se añade el modelo 208 y el plazo correspondiente al mismo:

«Código modelo: 208; Plazo: Desde el 1 de julio de 2013 hasta el 20 de julio de 2013, ambos inclu-
sive.»

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 15 de abril de 2013.–El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, Cristóbal Mon-
toro Romero.

-Orden IET/463/2013, de 21 de marzo, por la que se actualiza el sistema de determi-
nación automática de precios máximos de venta, antes de impuestos, de los gases 
licuados del petróleo envasados

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 72 Lunes 25 de marzo de 2013 

I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y TURISMO

3234- Orden IET/463/2013, de 21 de marzo, por la que se actualiza el sistema de determinación 
automática de precios máximos de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo 
envasados.

La disposición transitoria cuarta de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, 
faculta al Gobierno para establecer los precios máximos de venta al público de gases licuados del 
petróleo envasado, en tanto las condiciones de concurrencia y competencia en este mercado no se 
consideren suficientes.

Con mayor concreción, el artículo 5.2 del Real Decreto-ley 15/1999, de 1 de octubre, por el que se 
aprueban medidas de liberalización, reforma estructural e incremento de la competencia en el sec-
tor de hidrocarburos, dispone que el Ministro de Industria y Energía, mediante orden ministerial, 
previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, establecerá un 
sistema de fijación de precios máximos de los gases licuados del petróleo envasados, que atienda 
a condiciones de estacionalidad en los mercados.

El Real Decreto 1085/1992, de 11 de septiembre, por el que se aprueba el reglamento de la activi-
dad de distribución de gases licuados del petróleo, regula las actividades de comercialización al por 
mayor y al por menor de los GLP y las condiciones de suministro a consumidores finales.

Al amparo de estas previsiones legales, está en vigor la Orden ITC/1858/2008, de 26 de junio, por 
la que se actualiza el sistema de determinación automática de precios máximos de venta, antes de 
impuestos, de los gases licuados del petróleo envasados, modificada por la Orden ITC/776/2009, 
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de 30 de marzo, que establece una fórmula de revisión para los costes de comercialización del cita-
do sistema. La citada orden afecta a los envases con carga igual o superior a 8 kilogramos e inferior 
a 20 kilogramos, a excepción de los envases de mezcla para usos de los gases licuados del petróleo 
como carburante.

El artículo 9 del Real Decreto-ley 29/2012, de 28 de diciembre, de mejora de gestión y protección 
social en el Sistema Especial para Empleados de Hogar y otras medidas de carácter económico y 
social, congeló el precio máximo de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo 
envasados, definidos en el apartado segundo de la Orden ITC/1858/2008, de 26 de junio desde el 1 
de enero de 2013 hasta la siguiente revisión trimestral prevista para el 1 de marzo de 2013.

Durante dicho periodo de tiempo el Ministerio de Industria, Energía y turismo, debía aprobar una 
nueva fórmula de determinación de los precios regulados de los gases licuados del petróleo enva-
sados que conciliase adecuadamente el estímulo a la competencia y los elementos compensadores 
a que alude la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 19 de junio de 2012, por la que 
se declara la nulidad de la Orden ITC/2608/2009, de 28 de septiembre, por la que se modifica la 
Orden ITC/1858/2008, de 26 de junio.

El objeto de la presente orden es actualizar el sistema de determinación automática de los precios 
máximos de venta antes de impuestos de los gases licuados del petróleo envasados introduciendo 
tres novedades respecto a la normativa en vigor.

Por un lado, se modifica la fórmula para la determinación de los precios máximos de venta antes 
de impuestos, estableciendo su actualización bimestral. La alta variabilidad de las cotizaciones de 
la materia prima y flete en los mercados internacionales, cuyas cotizaciones provienen de fuentes 
limitadas en número y consecuentemente en volumen de operaciones, aconsejan, para aquellos 
consumos de marcado carácter social, como es el caso de los gases licuados de petróleo regulados 
en esta orden, buscar fórmulas que garanticen una estabilidad en los precios. Por dicho motivo se 
limitan las variaciones bimestrales a un 5 por ciento, tanto al alza como a la baja.

Asimismo, con objeto de garantizar la sostenibilidad económica del sector, se incluye en la fórmula 
de determinación del precio máximo de venta un término de recuperación de los desajustes pro-
ducidos en actualizaciones de precios anteriores. 

Por otro lado, por la presente orden se actualizan los costes de comercialización del citado sistema 
y se establece una nueva fórmula para la revisión anual de dichos costes.

Con el mismo objetivo de lograr la máxima estabilidad posible en los precios, de forma excepcional, 
el citado incremento de los costes de comercialización se reparte a lo largo del año 2013.

Finalmente, se amplía la habilitación a la autoridad competente de la Comunidad Autónoma de Ca-
narias, a la autoridad competente de las Ciudades de Ceuta y Melilla, para ajustar los costes de co-
mercialización en función de factores específicos dada su localización geográfica, hasta una cuantía 
máxima equivalente a la diferencia entre los impuestos repercutibles al consumidor en el régimen 
fiscal de dichos territorios y los aplicables con carácter general en el resto del territorio nacional.
De acuerdo con la disposición adicional undécima de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, esta orden 
ha sido sometida a informe preceptivo de la Comisión Nacional de Energía para cuya elaboración 
se han tenido en cuenta las alegaciones formuladas en el trámite de audiencia efectuado a través 
del Consejo Consultivo de Hidrocarburos.
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Mediante acuerdo de 21 de marzo de 2013, la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Eco-
nómicos ha autorizado al Ministro de Industria, Energía y Turismo a dictar la presente orden.

En su virtud, previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, dis-
pongo:

Primero. Objeto.

Constituye el objeto de la presente orden:

a) La actualización del sistema de determinación automática de los precios máximos de venta antes 
de impuestos de los gases licuados del petróleo envasados.

b) La actualización de los costes de comercialización del citado sistema para el año 2013, así como 
la fórmula para su actualización anual.

c) La habilitación a las autoridades competentes de las Ciudades de Ceuta y Melilla para ajustar 
los costes de comercialización del sistema de determinación automática de los precios máximos 
de venta, antes de impuestos, de los gases licuados envasados en función de factores específicos 
locales.

Segundo. Ámbito de aplicación.

El sistema de determinación de los precios máximos de venta al público, antes de impuestos, esta-
blecido en esta orden, será de aplicación a los gases licuados del petróleo envasados, en envases 
con carga igual o superior a 8 kilogramos e inferior a 20 kilogramos, a excepción de los envases de 
mezcla para usos de los gases licuados del petróleo como carburante.

Tercero. Fórmula para la determinación de los precios máximos de venta antes de impuestos.

1. Los precios máximos de venta al público, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo 
envasados para el bimestre «b» a que hace referencia el apartado segundo de la presente orden, 
se determinarán según la siguiente manera:

a) Si la diferencia entre el precio sin impuestos teórico a aplicar un bimestre (PSIbt) es mayor a un 
5 por ciento al alza o a la baja del precio aplicado el bimestre anterior (PSIb-1), el precio sin im-
puestos aplicado (PSIb) es el del bimestre anterior incrementado o reducido un 5 por ciento según 
corresponda. 

b) Si la diferencia entre el precio sin impuestos teórico a aplicar un bimestre (PSIbt) es menor a un 5 
por ciento al alza o a la baja, del precio aplicado el bimestre anterior (PSIb-1), el precio sin impues-
tos aplicado (PSIb) es igual al teórico a aplicar (PSIbt).
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Donde:
PSIb = Precio máximo sin impuestos en euros/kilogramo del bimestre «b».
PSIbt = Precio máximo sin impuestos teórico en euros/kilogramo del bimestre «b» que se obtendrá 
con la fórmula:

b = Cada uno de los bimestres del año, compuesto por los meses «n» y «n+1».

n = Cada uno de los meses del año.

2. El término CMPb, correspondiente al coste de la materia prima del bimestre «b», se calculará de 
acuerdo con la siguiente fórmula:

Siendo:

Cbut,i = Media de la cotización, correspondiente al mes i, del butano FOB Mar del Norte (Argus 
North Sea Index) y del butano FOB Arabia Saudí (Contract Price S. Arabia), en dólares por tonelada
.
Cpro,i = Media de la cotización, correspondiente al mes i, del propano FOB Mar del Norte (Argus 
North Sea Index) y del propano FOB Arabia Saudí (Contract Price S. Arabia), en dólares por tonelada.

Fj = Flete medio correspondiente al mes «j», de la ruta Arabian Gulf-Med para buques de 56.000-
84.000 metros cúbicos, publicada en el «Poten and Partners», en dólares por tonelada.

em = Media mensual del cambio dólar/euro publicado por el Banco Central Europeo correspon-
diente a los meses n-1y n-2.

3. El término CCb son los costes de comercialización del bimestre «b» y se calcularán de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 4 de esta orden.

4. «Xb-1» es el término correspondiente al Desajuste del bimestre «b-1» y se obtendrá de acuerdo 
con la expresión que se describe a continuación:
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Donde:
Db-1=Desajuste unitario del bimestre «b-1» obtenido como diferencia entre el precio sin impues-
tos teórico y el realmente aplicado.

Qb-1=Ponderación bimestral por cantidad del bimestre «b-1» resultado de dividir el consumo me-
dio del bimestre entre el consumo bimestral medio. Tomará los siguientes valores:

5. Los precios máximos de venta al público se revisarán con periodicidad bimestral y producirán 
efectos a partir del segundo martes de cada mes, desde la primera revisión que se efectúe con 
efectos de 12 de marzo de 2013.

Cuarto. Costes de comercialización.

1. Los costes de comercialización recogen todos los costes necesarios para poner el producto a 
disposición del consumidor, incluyendo los correspondientes al reparto domiciliario.

2. Los costes de comercialización se actualizarán anualmente, en la revisión de precios correspon-
diente al mes de julio de cada año, aplicando la siguiente fórmula:

En la que:

a = año natural de la actualización de C.

CCa = Costes de comercialización del año «a» (vigentes desde el 1 de julio del año a).
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CCa-1 = Costes de comercialización del año «a-1» (vigentes desde el 1 de julio del año a-1).

ΔIS = Tasa media del Índice de Precios de Consumo a impuestos constantes sin alimentos no ela-
borados ni productos energéticos del año «a-1» publicado por el Instituto Nacional de Estadística.

ΔPGasóleo = Variación del precio medio de venta al público del gasóleo de automoción del año n-1 
en relación al año anterior, de acuerdo con el Boletín Estadístico de Hidrocarburos publicado por la 
Corporación de Reservas Estratégicas de Productos Petrolíferos (CORES).

A = Peso específico de los costes variables vinculados a la evolución de la tasa media del Índice de 
Precios de Consumo a impuestos constantes sin alimentos no elaborados ni productos energéticos 
del año, que se considerará igual a 0,47.

B = Peso específico de los costes variables vinculados a la evolución del precio del gasóleo de auto-
moción, que se considerará igual a 0,06.

D = Peso específico de los costes fijos vinculados a la evolución de la tasa media del índice general 
sin alimentos frescos ni productos energéticos, que se considerará igual a 0,27.

ΔVentas = Variación interanual de las ventas del sector de GLP envasado correspondiente al año 
a-1, de acuerdo con el Boletín Estadístico de Hidrocarburos de la Corporación de Reservas Estraté-
gicas de Productos Petrolíferos (CORES).

Fe= Factor de eficiencia que se considerará igual al 0%.

3. No obstante, las autoridades competentes de la Comunidad Autónoma de Canarias y de las 
Ciudades de Ceuta y Melilla, podrán establecer variaciones en más o en menos sobre los costes 
de comercialización establecidos, hasta una cuantía máxima equivalente a la diferencia entre los 
impuestos repercutibles al consumidor en el régimen fiscal de Canarias, Ceuta y Melilla respectiva-
mente, y los aplicables con carácter general en el resto del territorio nacional, en función de facto-
res específicos locales que justifiquen las diferencias en los costes de comercialización.

Quinto. Repercusión de Impuestos.

Los precios máximos determinados según lo establecido en los apartados tercero y cuarto de esta 
orden no incluyen los impuestos repercutibles al consumidor. La repercusión de estos impuestos se 
efectuará con arreglo a lo previsto en la normativa tributaria.

Disposición adicional única. Descuento a aplicar en establecimientos comerciales y estaciones de 
servicio.

En aplicación de lo previsto en el artículo 6.2 del Real Decreto-ley 15/1999, de 1 de octubre, por el 
que se aprueban medidas de liberalización, reforma estructural e incremento de la competencia 
en el sector de hidrocarburos, a los envases que se comercialicen en establecimientos comerciales 
y estaciones de servicio, les será de aplicación el precio máximo regulado en la presente orden.
Disposición transitoria primera. Actualización durante el año 2013 de los costes de comercializa-
ción.
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A) Los costes de comercialización tendrán los siguientes valores en función del mes en el que sean 
de aplicación:

B) Los costes de comercialización de la actualización del mes de noviembre de 2013 se mantendrán 
vigentes, en tanto en cuanto no sean modificados por resolución del Director General de Política 
Energética y Minas en la primera revisión anual que se efectúe con efectos desde julio de 2014, 
según lo previsto en el apartado cuarto de la presente orden.

Disposición transitoria segunda. Límite temporal del precio máximo de venta antes de impuestos.

Hasta la revisión prevista en marzo de 2014, el precio máximo sin impuestos en euros/kilogramo 
del bimestre «b» (PSIb) definido en el apartado tercero de la presente orden, no podrá ser superior 
a 1,142025 euros/kilogramo en todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo previsto en el aparta-
do cuarto para la Comunidad Autónoma de Canarias y las Ciudades de Ceuta y Melilla.

En caso de que en aplicación de la fórmula dispuesta en el apartado tercero de esta orden, el pre-
cio máximo sin impuestos en euros/kilogramo del bimestre «b» sea superior a dicha cantidad, se 
generará un desajuste adicional que debe ser recuperado en sucesivas actualizaciones de precio.

Así, el desajuste del bimestre «b-1» tendrá dos componentes.

Db-1A=Desajuste unitario adicional del bimestre «b-1» obtenido como diferencia entre el precio 
máximo sin impuestos (PSIbA) y el precio máximo sin impuestos realmente aplicado.

PSIbA = Precio máximo sin impuestos realmente aplicado del bimestre «b» será, como máximo, 
igual a 1,142025 euros/kilogramo hasta la revisión correspondiente al mes de marzo de 2014.
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Disposición transitoria tercera. Determinación del precio máximo de venta, antes de impuestos, 
hasta la primera resolución dictada en aplicación de esta orden.

Desde las cero horas del día de entrada en vigor de la presente orden ministerial hasta las cero 
horas del día 14 de mayo del mismo año, el precio máximo de venta, antes de impuestos, de aplica-
ción a los suministros de gases licuados del petróleo envasados, definidos en el apartado segundo 
de la presente orden será de 1,117731 euros/kilogramo en todo el territorio nacional, sin perjuicio 
de lo previsto en el apartado cuarto para la Comunidad Autónoma de Canarias y las Ciudades de 
Ceuta y Melilla.

Asimismo, el desajuste del primer bimestre de 2013 (Xb-1) toma el valor de 0,188422 €/Kg.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas las siguientes disposiciones:

a) La Orden ITC/1858/2008, de 26 de junio, por la que se actualiza el sistema de determinación 
automática de precios máximos de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo 
envasados.

b) La Orden ITC/776/2009, de 30 de marzo, por la que se modifica la Orden ITC/1858/2008, de 26 
de junio, por la que se actualiza el sistema de determinación automática de precios máximos de 
venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo envasados.

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en la presente orden.

Disposición final primera. Aplicación del sistema establecido en la orden.

El Director General de Política Energética y Minas, del Ministerio de Industria, Energía y Turismo, 
efectuará los cálculos necesarios para la aplicación del sistema establecido en la presente orden y 
dictará las correspondientes resoluciones de determinación de costes de comercialización y de los 
precios máximos de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo, en su modalidad 
envasado, que se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado».

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 21 de marzo de 2013.–El Ministro de Industria, Energía y Turismo, José Manuel Soria López.
cve: BOE-A-2013-3234
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   B) Normativa Autonómica

R Tributos y Juego de 11 Abril. 2013 CA Valenciana

Autorización a las entidades colaboradoras en la gestión recaudatoria a que efectúen el ingreso del 
importe de las autoliquidaciones y liquidaciones del ISD en las cuentas restringidas.  
DOCV 25 de Abril de 2013 

Orden Hacienda y Administración Pública 27 de Marzo. 2013 CA Aragón

Aprueba modelos de autoliquidación 040, 043 y 045 de Tasa Fiscal que grava el juego en las moda-
lidades de máquinas recreativas y de bingo.
BOA 22 de Abril de 2013

R Tributos 21 de Marzo. 2013 CA Aragón
Publicidad a las directrices generales del Plan de Control Tributario para 2013.
BOA 19 de Abril de 2013

L 2/2013 de 4 Abril. 2013 CA Aragón
Modificación de la L 26/2003, 30 diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.
BOA 18 de Abril de 2013

R Hacienda de 8 Abril. 2013

Modificación anexo I O 2 Abr. 2012 y el anexo II O de 3 Abr. 2012. Procedimiento para la presenta-
ción telemática de autoliquidaciones tributarias 
DOCM 16 de Abril de 2013

C) Normativa Foral

Norma Foral 14/2013, de 15 Abril, Álava
Modificación de la Norma Foral 24/1996, de 5 Jul., del Impuesto sobre Sociedades, para derogar el 
régimen fiscal especial de las Sociedades de Promoción de Empresas.
BOTHA 26 de Abril de 2013

Orden Foral Economía, Hacienda, Industria y Empleo 121/2013 de 9 Abril, CF Navarra

Procedimiento para la devolución parcial del impuesto sobre hidrocarburos por consumo de gasó-
leo profesional
BON 26 de Abril de 2013

LF 16/2013, de 17 Abril, CF Navarra

Modificación del art. 130 de la LF 13/2007, de 4 Abr., de la Hacienda Pública.
BON 25 de Abril de 2013
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Orden Foral 361/2013, de 15 Abril, Gipuzkoa

Modelos 670, 671 y 672 de autoliquidación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
BOG 25 de Abril de 2013

O Foral 786/2013 de 17 Abril

Modelos 583 Impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica. Autoliquidación, 584 
Impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos.
BOB 22 de Abril de 2013

Orden Foral Hacienda y Finanzas 355/2013 de 15 de abril

Por la que se aprueba la carta de servicios del Impuesto de Sociedades correspodiente a la campa-
ña 2012.
BOG 19 de Abril de 2013

III. DEVOLUCIÓN DEL IVMDH

El ingreso efectuado por el contribuyente en concepto de IVMDH no es contrario al 
derecho comunitario

Se explica una vez más que las recomendaciones y los dictámenes de la Comisión Europea no son 
jurídicamente vinculantes para los Estados miembros (art. 288 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea), Por consiguiente, los dictámenes son simples actos a través de los cuales las ins-
tituciones comunitarias expresan su juicio con respecto a un asunto determinado. Mientras no sea 
la norma del IVMDH derogada o anulada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, 
no habrá devolución.

Sobre la devolución del Impuesto sobre ventas Minoristas de determinados hidrocarburos.

Sala de Burgos de 9 de agosto de 2011 por la que se desestima la reclamación económico admi-
nistrativa seguida con el nº 42/84/11 contra el acuerdo del Jefe de la Dependencia de Aduanas e 
Impuestos Especiales de la AEAT de Soria que desestima la solicitud de devolución de ingresos inde-
bidos procedentes de las autoliquidaciones presentadas por el Impuesto sobre Ventas Minoristas 
de determinados Hidrocarburos desde el 1º trimestre del ejercicio de 2006 hasta el 3º trimestre del 
ejercicio 2010, por importe de 57.615,51, habiendo comparecido como parte demandada la Admi-
nistración General del Estado representada y defendida por el Sr. Abogado del Estado en virtud de 
la representación que por Ley ostenta.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO - Por la parte demandante se interpuso recurso contencioso administrativo ante esta Sala 
el día 3 de octubre de 2011. Admitido a trámite el recurso se dio al mismo la publicidad legal, se re-
clamó el expediente administrativo; recibido, se confirió traslado al recurrente para que formalizara 
la demanda, lo que efectuó en legal forma por medio de escrito de fecha 7 de diciembre de 2011 
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que en lo sustancial se da por reproducido y en el que terminaba suplicando se dicte sentencia 
por la que “... declare la nulidad de la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional 
de Castilla y León, y consecuentemente, se declare igualmente la nulidad de la Resolución dictada 
por la Oficina Gestora de Impuestos Especiales, declarándose la procedencia de la rectificación de 
las autoliquidaciones del Impuesto Especial sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidro-
carburos presentadas por los sujetos pasivos del impuesto y el reconocimiento del derecho a la 
devolución de las cuotas del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos 
indebidamente repercutidas y soportadas por mi representada detalladas en el escrito de inicio del 
procedimiento que consta en el expediente administrativo, con los intereses de demora devenga-
dos hasta la fecha en la que se acuerde la devolución “.

SEGUNDO - Se confirió traslado de la demanda por termino legal a la parte demandada que contes-
tó a la demanda a medio de escrito de 6 de febrero de 2012 2011 oponiéndose al recurso solicitan-
do la desestimación del mismo en base a los fundamentos jurídicos que aduce.

TERCERO - Una vez dictado Auto de fijación de cuantía, y no habiéndose recibido el pleito a prueba, 
tras la presentación de conclusiones escritas, quedaron los autos conclusos para sentencia, y no 
pudiéndose dictar ésta en el plazo de diez días previsto en el art. 67.1 de la Ley 29/98 , al existir 
recursos pendientes de señalamiento para Votación y Fallo con preferencia, y puesto que el art. 
64.3 de la misma Ley, establece que tal señalamiento se ajustará al orden expresado en el aparta-
do 1 del artículo anterior y existiendo en la Sala recursos conclusos de fecha anterior, y por tanto 
con preferencia para efectuar su señalamiento al de este recurso, quedaron los autos pendientes 
de señalamiento de día para Votación y Fallo, para cuando por orden de declaración de conclusos 
correspondiese, habiéndose señalado el día 31 de enero de 2013 para votación y fallo, lo que se 
efectuó. Se han observado las prescripciones legales en la tramitación de este recurso.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

PRIMERO- Es objeto del presente recurso contencioso administrativo la resolución del Tribunal
Económico Administrativo Regional de Castilla y León, Sala de Burgos de 9 de agosto de 2011 por 
la que se desestima la reclamación económico administrativa seguida con el nº 42/84/11 contra 
el acuerdo del Jefe de la Dependencia de Aduanas e Impuestos Especiales de la AEAT de Soria que 
desestima la solicitud de devolución de ingresos indebidos procedentes de las autoliquidaciones 
presentadas por el Impuesto sobre Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos desde el 1º 
trimestre del ejercicio de 2006 hasta el 3º trimestre del ejercicio 2010, por importe de 57.615,51 
#. Sostiene la recurrente que la exacción del IVMDH, establecido por la Ley 24/2001, es contraria a 
las previsiones del art. 3.2 de la Directiva 92/12/CE como ha puesto de manifiesto la Comisión Eu-
ropea, porque el devengo del impuesto no se ajusta al del impuesto especial armonizado y el IVA, 
porque no cumple con el requisito de tener una finalidad específica ya que su finalidad es estricta-
mente presupuestaria, al pretender fortalecer la autonomía de las regiones dotándoles de medios 
para general ingresos fiscales. Manteniendo que el propio Gobierno admite la ilegalidad al haberse 
comprometido a derogar la Ley, lo que por el efecto de primacía de la Directiva lleva a tener que 
no aplicar la Ley 24/01 por ser contraria a la Directiva y en consecuencia a ser indebidas las canti-
dades cobradas con base en la misma. Frente a ello el Sr. Abogado del Estado defiende el ajuste del 
impuesto a las exigencias de la Directiva en cuanto cumplen con las exigencias, ya que la finalidad 
específica del impuesto es indudable pues resulta de su afectación total a financiar la sanidad y las 
actuaciones medio ambientales; existe un vínculo entre la estructura del impuesto y su objetivo, ya 
que, por una parte, el impuesto está concebido para proteger tanto la salud pública como el medio 
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ambiente, y, por otro, desalienta el consumo de hidrocarburos al gravar su consumo, al considerar 
a dichos derivados del petróleo como perjudiciales para la sanidad pública y el medio ambiente. 
Mantiene que no puede sostenerse con fundamento que el art. 3-2 deba interpretarse en el senti-
do de que la Directiva “requiera que las normas de devengo del impuesto especial no armonizado 
sean las mismas que las aplicadas al impuesto armonizado”. Entenderlo así equivaldría a dejar a 
dicho artículo 3-2 prácticamente sin contenido, ya que si esos otros impuestos especiales hubieran 
de regirse por las mismas normas para la determinación de base, liquidación, devengo y control, en 
tal caso no tendría sentido implementar otro impuesto, además de los ya armonizados.

Pero es que, además, esa interpretación restrictiva no se atiene a la letra del art. 3-2, que no im-
pone que esos otros impuestos indirectos de finalidad específica apliquen las mismas normas im-
positivas en materia de base o devengo, sino que las respeten. Es por ello que el Gobierno español 
entiende que “esta disposición significa simplemente que un hipotético impuesto no armonizado 
sobre hidrocarburos no debe impedir ni dificultar el funcionamiento normal de las normas de de-
vengo aplicadas al impuesto especial armonizado”.

Y partiendo de que las recomendaciones y los dictámenes de la Comisión Europea no son jurídi-
camente vinculantes para los Estados miembros destinatarios de los mismos (art. 288 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea), siendo los dictámenes actos a través del cual las institu-
ciones comunitarias expresan su juicio con respecto a un asunto determinado, defiende la plena 
vigencia y aplicabilidad de la legislación estatal en tanto no sea derogada o anulada por el Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas, lo que no se ha dado. Sin que la Directiva Europea pueda 
en este caso ser aplicada directamente por esta Sala dado que no concurren los presupuestos doc-
trinales y jurisprudenciales para esa aplicación directa. Finalmente pone en tela de juicio que estén 
acreditados los importes cuya devolución interesa, alegando en todo caso prescripción de parte de 
las cantidades reclamadas.

SEGUNDO- Ante la alegación de inadmisibilidad parcial del recurso que formula la parte demanda-
da, procede analizar dicha cuestión con carácter previo al resto y concluir que por la propia funda-
mentación no se trata tanto de inadmisibilidad como de improcedencia de la pretensión, porque lo 
que se defiende es que la AEAT no es competente para acordar la devolución de aquellas cantida-
des que han sido ingresadas en las Haciendas Forales que son las que junto con al AEAT tienen asu-
mida la gestión de este impuesto. Alegación que carece del carácter de cuestión previa como causa 
de inadmisibilidad que le quiere dar el Sr. Abogado del Estado, pues una cosa es que la pretensión 
de la parte no pueda ser estimada íntegramente, por no corresponder a la AEAT la devolución de 
todas las cantidades en su caso, y otra, que la pretensión sea inadmisible.

Dicho esto, hemos de partir de las previsiones legales y en este sentido la Ley 24/2001 después 
de establecer en su Exposición de Motivos que “se establece el nuevo impuesto sobre las Ventas 
Minoristas de Determinados Hidrocarburos, con la condición de impuesto estatal cedido a las Co-
munidades Autónomas y quedando afectada su recaudación a la cobertura de los gastos en mate-
ria de sanidad y, en su caso, de los de actuaciones medio ambientales” en su art 9.Uno dice: “Con 
efectos a partir del día 1 de enero de 2002, se crea un nuevo Impuesto sobre las Ventas Minoristas 
de Determinados Hidrocarburos, que se regirá por las siguientes disposiciones: «Uno. Naturaleza.

1. El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos es un tributo de natu-
raleza indirecta que recae sobre el consumo de aquéllos, gravando en fase única, las ventas mino-
ristas de los productos comprendidos en su ámbito objetivo, con arreglo a las disposiciones de esta 
Ley.
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2. La cesión del impuesto a las Comunidades Autónomas se regirá por lo dispuesto en las normas 
reguladoras de la Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades Autónomas y tendrá el alcance 
y condiciones que para cada una de ellas establezca su respectiva Ley de cesión.

3. Los rendimientos que se deriven del presente Impuesto quedarán afectados en su totalidad a la 
financiación de gastos de naturaleza sanitaria orientados por criterios objetivos fijados en el ámbito 
nacional. No obstante lo anterior, la parte de los recursos derivados de los tipos de gravamen au-
tonómicos podrá dedicarse a financiar actuaciones medioambientales que también deberán orien-
tarse por idéntico tipo de criterios.

Y en el apartado 9.Ocho indica: “Ocho. Devengo.1. El impuesto se devenga en el momento de la 
puesta de los productos comprendidos en el ámbito objetivo a disposición de los adquirentes o, 
en su caso, en el de su autoconsumo y siempre que el régimen suspensivo a que se refiere el apar-
tado 20 del artículo 4 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, haya sido 
ultimado.

2. En las importaciones previstas en la letra b) del apartado 1 del punto cuatro, el impuesto se 
devengará en el momento en que los productos comprendidos en el ámbito objetivo queden a 
disposición de los importadores, una vez que la importación a consumo de los mismos y el régimen 
suspensivo a que se refiere el apartado 20 del artículo 4 de la Ley 38/1992 hayan quedado ultima-
dos.” Estos dos preceptos son puestos en tela de juicio por la recurrente con base en el informe de 
la Comisión Europea de 6 de mayo de 2008 que considera que no se ajustan a las previsiones del 
art. 3 de la Directiva 92/12 CEE que establece:

«1.La presente Directiva es aplicable, a escala comunitaria, a los productos siguientes, definidos en 
sus correspondientes Directivas: los hidrocarburos; el alcohol y las bebidas; alcohólicas; las labores 
del tabaco.

2. Los productos a que se refiere el apartado 1 podrán estar gravados por otros impuestos indirec-
tos de finalidad específica , a condición de que tales impuestos respeten las normas impositivas 
aplicables en relación con los impuestos especiales o el IVA para la determinación de la base impo-
nible, la liquidación, el devengo y el control del impuesto.

3. Los Estados miembros conservarán la facultad de introducir o mantener gravámenes sobre otros 
productos que no sean los enunciados en el apartado 1, siempre y cuando dichos gravámenes no 
den lugar, en el comercio entre Estados miembros, a formalidades relativas al cruce de fronteras 
Con la misma limitación, los Estados miembros conservarán igualmente la facultad de imponer 
gravámenes a prestaciones de servicios siempre que no tengan el carácter de impuestos sobre el 
volumen de negocios, incluidas las relacionadas con los productos objeto de impuestos especia-
les.» Entiende la recurrente que como la Comisión Europea ha considerado que la Ley española no 
se ajusta a la Legislación Comunitaria, el efecto ha de ser o bien no aplicar la Ley española y aplicar 
directamente las previsiones de la Directiva o bien plantear ante el Tribunal de Justicia de las Co-
munidades Europeas una Cuestión Prejudicial, a fin de que este se pronuncie sobre el ajuste a la 
normativa comunitaria de las previsiones de la Ley nacional.

TERCERO- Así las cosas hemos de partir de una premisa cual es que el Informe de la Comisión Euro-
pea en el que pretende ampararse la recurrente carece de cualquier efecto vinculante. Conforme 
al art. 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (versión consolidada publicada en 
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el Diario Oficial de la Unión Europea nº. C 115 de 9/5/2008, que se corresponde con el antiguo art. 
249 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea en su versión consolidada publicada en el 
Diario Oficial n °. C321 E de 29 de diciembre de 2006) las recomendaciones y los dictámenes no son 
vinculantes para los Estados miembros destinatarios de los mismos y conforme al arto 258 del refe-
rido Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea ( que se corresponde con el antiguo arto 226 
del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea) y el art. III - 360 de la Constitución Europea, si la 
Comisión estimare que un Estado ha incumplido una de las obligaciones que le incumben en virtud 
de los Tratados, emitirá un dictamen motivado al respecto, después de haber ofrecido a dicho Es-
tado la posibilidad de presentar sus observaciones. Si el Estado de quese trate no se atuviere a este 
dictamen en el plazo determinado por la Comisión, ésta podrá recurrir al Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea. Buena prueba de la ausencia del carácter vinculante la tenemos en la Sentencia 
del TJCE de 29 de Septiembre de 1998, que cita el Sr. Abogado del Estado, cuando dice “ 44. En lo 
que atañe a la emisión de un dictamen motivado, debe señalarse que se trata de un procedimiento 
previo (sentencia de 27 de mayo de 1981, Essevi y Salengo, asuntos acumulados 142/80 y 143/80, 
Rec. p. 1413, apartado 15), que no produce ningún efecto jurídico vinculante frente al destinatario 
del dictamen motivado. Este último únicamente constituye una fase administrativa previa de un 
procedimiento que, en su caso, puede desembocar en la interposición de un recurso ante el Tribu-
nal de Justicia (sentencia de 10 de diciembre de 1969, Comisión/ Francia, asuntos acumulados 6/69 
y 11/69, Rec. p. 523, apartado 36). La finalidad de dicho procedimiento administrativo previo es 
permitir al Estado miembro cumplir voluntariamente las exigencias del Tratado o, en su caso, darle 
la oportunidad de justificar su posición ( sentencias de 23 de octubre de 1997 , Comisión/ Países 
Bajos, C-157/94, Rec. p. I-5699, apartado 60; Comisión/Italia, C-158/94 , Rec. p. I-5789, apartado 
56, y Comisión/Francia, C-159/94, Rec. p. I-5815, apartado 103). 

45. En el caso de que este esfuerzo de solución extrajudicial no se vea coronado por el éxito, la 
función del dictamen motivado es definir el objeto del litigio. Por el contrario, la Comisión no tiene 
la facultad de determinar de manera definitiva, mediante dictámenes motivados formulados en 
virtud del artículo 169, los derechos y las obligaciones de un Estado miembro, o de darle garantías 
sobre la compatibilidad con el Derecho comunitario de un comportamiento determinado. Según el 
sistema de los artículo 169 a 171 del Tratado, la determinación de los derechos y de las obligaciones 
de los Estados miembros, así como el enjuiciamiento de su comportamiento sólo pueden resultar 
de una sentencia del Tribunal de Justicia (véase, en este sentido, la sentencia Essevi y Salengo, an-
tes citada, apartados 15 y 16).

46. Por consiguiente, el dictamen motivado sólo produce efectos jurídicos en relación con la in-
terposición del recurso de incumplimiento ante el Tribunal de Justicia (sentencia Essevi y Salengo, 
antes citada, apartado 18), mientras que, por lo demás, si el Estado no se atiene a ese dictamen en 
el plazo señalado, la Comisión está facultada, pero no obligada, a someter el asunto al Tribunal de 
Justicia (véase, en este sentido, la sentencia de 14 de febrero de 1989, Star Fruit/Comisión, 247/87 
, Rec. p. 291, apartado 12)”.

CUARTO.- Dicho esto, no pudiendo servir de base a la estimación sin más de las pretensiones de 
la recurrente lo recogido en el informe de la Comisión, procede analizar ahora si es posible como 
pretende el recurrente aplicar directamente el contenido de la Directiva para fundar la pretensión 
de devolución de ingresos indebidos que solicita la recurrente.

En este sentido para que pueda proceder la aplicación directa, hay que recordar que como nos dice 
la Sentencia del TJCEE de 17 de julio de 2008 “ 23. Según reiterada jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia, en todos los casos en que las disposiciones de una directiva, desde el punto de vista de 
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su contenido, sean incondicionales y suficientemente precisas, los particulares están legitimados 
para invocarlas ante los órganos jurisdiccionales nacionales contra el Estado, ya sea cuando éste 
no haya adaptado el Derecho nacional a la directiva dentro de los plazos señalados, o bien cuando 
haya hecho una adaptación incorrecta (véanse, en particular, las sentencias de 19 de noviembre 
de 1991, Francovich y otros, C-6/90 y C-9/90, Rec. p. I-5357, apartado 11; de 11 de julio de 2002 , 
Marks &amp; Spencer, C-62/00, Rec. p. I- 6325, apartado 25 , y de 5 de octubre de 2004, Pfeiffer y 
otros, C-397/01 a C-403/01, Rec. p. I-8835, apartado 103).”

Pues bien en el presente caso no se puede decir que la Directiva, desde el punto de vista de su
contenido, sea incondicional y suficientemente precisa. Es más podemos decir frente al criterio 
de la Comisión, acerca de que las previsiones del art. 9 de la Ley 24/01 no son acordes a derecho 
comunitario que aunque es cierto que la sentencia del TJCEE ha venido a decir en sentencia de 10-
3-2005, nº C-491/2003 “ 16. Con carácter preliminar, es necesario señalar que el artículo 3, aparta-
do 2, de la Directiva 92/12 establece estrictos requisitos para los impuestos indirectos con que los 
Estados miembros graven productos sujetos a impuestos especiales, como las bebidas alcohólicas. 
Dicha disposición prevé que los impuestos indirectos, que no sean impuestos especiales, deben 
perseguir una “finalidad específica “, es decir, un objetivo distinto del exclusivamente presupues-
tario (sentencias de 24 de febrero de 2000, Comisión/Francia, C-434/97, Rec. p. I- 1129, apartado 
19, y de 9 de marzo de 2000, EKW y Wein &amp; Co., C-434/97 , Rec. p. I-1129, apartado 31), y 
respetar las normas impositivas aplicables en relación con los impuestos especiales o el IVA para la 
determinación de la base imponible, la liquidación, el devengo y el control del impuesto.”

Lo cierto es que la exigencia de “finalidad específica” supone el empleo de lo que se ha venido en 
llamar “conceptos jurídicos indeterminados” que han de valorarse en cada caso concreto, lo que di-
ficulta que podamos decir que estemos a presencia del contenido incondicional y suficientemente 
preciso que exige la aplicación directa de una Directiva.

De hecho el propio Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha considerado que se ajusta 
a dicha exigencia las previsiones de la normativa francesa, que establecían la finalidad de atender 
a la financiación de determinadas prestaciones sanitarias, como es el caso de la sentencia de 24-
2-2000, nº C-434/1997 , y no olvidemos que en el fondo todo ingreso que pueda tener un ente 
público a la larga está destinado a satisfacer necesidades presupuestarias, pues se han de cubrir los 
gastos del ente.

Es cierto que en la sentencia 10-3-2005, nº C-491/2003, se declara el incumplimiento, pero tam-
bién lo es que es después de analizar detalladamente una regulación de la que resulta una falta de 
sistemática y justificación efectiva dadas las discrepancias entre lo regulado y la justificación que se 
pretende dar.

Esto no se puede decir en nuestro caso, la norma desde el principio establece claramente cuál es el 
destino de los fondos, similar al aceptado en el caso de Francia, financiación de gastos de asistencia 
sanitaria, y en la medida en que supone incremento de precios, conlleva un efecto pedagógico para 
la disminución del consumo y con él de los efectos nocivos derivados del empleo de los hidrocar-
buros. No puede sostenerse con fundamento que la finalidad de este impuesto especial sea pura-
mente presupuestaria, ya que, como argumentó el Gobierno español en respuesta al dictamen de 
la Comisión, los objetivos de este impuesto van más allá:
Según las autoridades españolas, la finalidad específica del IVMDH es evitar y corregir el impacto 
exterior negativo asociado al consumo de hidrocarburos, que determina, de un lado, un aumento 
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de los gastos sanitarios, por la siniestralidad asociada a la conducción, y, de otro, una afectación 
negativa al medio ambiente, y a la salud por las emisiones contaminantes.
En el mismo sentido, el Gobierno español puso de manifiesto que “existe un vínculo entre la estruc-
tura del impuesto y su objetivo, ya que, por una parte, el impuesto está concebido para proteger 
tanto la salud pública como el medio ambiente, y, por otro, desalienta el consumo de hidrocarburos 
al gravar su consumo, al considerar a dichos derivados del petróleo como perjudiciales para la sani-
dad pública y el medio ambiente”. Argumentos y fundamentos totalmente razonados y razonables 
que no han quedado desvirtuados ni rebatidos de contrario.

QUINTO.- Si esta falta de precisión se puede mantener respecto del concepto de “finalidad especí-
fica”, tampoco se puede mantener como defiende la recurrente que no respete las normas imposi-
tivas aplicables en relación con los impuestos especiales o el IVA para la determinación de la base 
imponible, la liquidación, el devengo y el control del impuesto. Siendo como resulta de la norma 
una exigencia acumulativa.

En este sentido, se ha de tener en cuenta que el propio Tribunal de Justicia de la Comunidades 
Europeas, ha declarado como resulta de la sentencia antes citada de 24 de febrero de 2000 nº 
C-434/1997

20. Además de la necesidad de una finalidad específica, la habilitación conferida de esta forma a los 
Estados miembros exige que se respeten determinadas normas impositivas. Sin embargo, en este 
punto, las versiones lingüísticas difieren por un doble motivo.

21. Debe recordarse, a este respecto, que según una reiterada jurisprudencia del Tribunal de Jus-
ticia, cuando una disposición de Derecho comunitario puede ser objeto de varias interpretaciones 
de las cuales sólo una puede garantizar su efecto útil, debe dársele prioridad a esta interpretación 
(véase, en particular, la sentencia de 22 de septiembre de 1988, Land de Sarre y otros, 187/87, Rec. 
p. 5013, apartado 19).

22. Además, en caso de divergencia entre las distintas versiones lingüísticas de una disposición 
comunitaria, la norma de que se trata debe interpretarse en función de la estructura general y de 
la finalidad de la normativa en que se integra (véase, en particular, la sentencia de 27 de marzo de 
1990, Cricket St. Thomas, C-372/88, Rec. p. I-1345, apartado 19).

23. En primer lugar, en las versiones en lenguas alemana, española, francesa, italiana y portuguesa, 
la utilización de la partícula «o» concede una alternativa entre el respeto de las normas impositivas 
comunitarias relativas a los impuestos especiales y la observancia de las referentes al IVA, mientras 
que en las versiones en lenguas inglesa, danesa, finesa, griega, neerlandesa y sueca, el término «y» 
parece exigir que se respeten ambos tipos de normas.

24. Pues bien, el IVA y los impuestos especiales presentan algunas características incompatibles. 
Así, el primero es proporcional al precio de los bienes que grava mientras que los segundos se 
calculan, con carácter principal, sobre el volumen del producto. Además, el IVA se percibe en cada 
fase del proceso de producción y de distribución (el impuesto abonado anteriormente con ocasión 
de la operación precedente es en principio deducible) mientras que los impuestos especiales se 
devengan cuando se despachan a consumo los productos gravados (sin que exista un mecanismo 
similar de deducción). Finalmente, el IVA se caracteriza por su generalidad mientras que el impues-
to especial sólo recae sobre productos determinados.
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En consecuencia, el artículo 3, apartado 2, de la Directiva sobre los impuestos especiales, estable-
cería un requisito imposible de cumplir si se interpretara en el sentido de que obliga a los Estados 
miembros a respetar al mismo tiempo las normas impositivas aplicables en relación con estas dos 
categorías de impuestos.

25. En segundo lugar, en las versiones en lengua inglesa, danesa, finesa, neerlandesa, portuguesa 
y sueca, la Directiva sobre los impuestos especiales exige el respeto de la normativa o de las nor-
mativas impositivas aplicables en relación con los impuestos especiales o el IVA. En cambio, en 
su versión en lengua alemana, tan sólo obliga a los Estados miembros a respetar los principios de 
tributación («Besteuerungsgrunds,tze») en materia de impuestos especiales o de IVA. Por su parte, 
las versiones en lenguas española, francesa, griega e italiana utilizan perífrasis como «las normas 
impositivas aplicables en relación con los impuestos especiales o el IVA», «les regles applicables 
pour les besoins des accises ou de la TVA, «le regole di imposizione applicabili ai fini della accise o 
dell’IVA».

26. A este respecto, tanto de una interpretación sistemática del artículo 3, apartados 2 y 3, como 
del tercer considerando de la Directiva sobre los impuestos especiales, que contempla al mismo 
tiempo los supuestos previstos por el citado artículo 3, se desprende que la finalidad de dicha 
Directiva es evitar que los impuestos indirectos suplementarios obstaculicen indebidamente los 
intercambios. Este sería el caso, en particular, si los operadores económicos estuvieran sometidos 
a formalidades distintas de las previstas por la normativa comunitaria aplicable en relación con 
los impuestos especiales o el IVA, dado que las citadas formalidades pueden diferir de un Estado 
miembro a otro.

27. En estas circunstancias, debe considerarse que el artículo 3, apartado 2, de la Directiva sobre los 
impuestos especiales no exige a los Estados miembros el respeto de todas las normas relativas a los 
impuestos especiales o al IVA en materia de determinación de la base imponible, cálculo, devengo 
y control del impuesto. Es suficiente que los impuestos indirectos que persigan finalidades especí-
ficas sean conformes, en estos puntos, con el sistema general de una u otra de las citadas técnicas 
impositivas, tal como las regula la normativa comunitaria.”

Y no puede decirse que las previsiones que al respecto recoge la norma en cuestión vayan en contra 
de la técnica impositiva de los impuestos especiales, desde el momento en que supone un pago en 
función del consumo, que se repercute precisamente en el momento del consumidor final. La sen-
tencia que acabamos de citar dice “ 32. Procede destacar que esta base imponible es conforme con 
el sistema general de las normas impositivas aplicables en relación con los impuestos especiales. 
Además, no resulta ajena a la Directiva sobre las estructuras. Efectivamente, ésta toma la cantidad 
como base imponible del impuesto especial...)”.

SEXTO.- Si por lo expuesto resulta que es difícil aceptar la aplicabilidad directa de la Directiva para 
fundamentar las pretensiones de la recurrente, pues no establece normas concretas, específicas y 
detalladas que poder aplicar, lo único que queda claro es el reconocimiento de la potestad recono-
cida al Estado de establecer el IVMDH.

En el presente caso, nos encontramos que el Estado Español al amparo de la Directiva ha estable-
cido el impuesto, tenemos pues una norma nacional con rango de Ley que en principio tiene plena 
vigencia y vinculación para los Tribunales Españoles que no pueden dejar de aplicarla, salvo que 
consideren que vulnera flagrantemente la normativa comunitaria.  Apreciación que en el presente 
caso no puede establecerse por las razones expuestas anteriormente, de ahí que necesariamente 



Asesores Legales y Tributarios Boletín Informativo Abril 2013 | 33

debamos concluir la desestimación del recurso, pues ni puede decirse por lo expuesto que la nor-
ma en virtud de la que los recurrentes efectuaron el ingreso es contraria a derecho comunitario, ni 
puede pretenderse un efecto directo de la Directiva que impida el pago del impuesto cuya devolu-
ción interesa la recurrente.

ÚLTIMO- No se aprecian causas o motivos que justifiquen una especial imposición de costas, de 
conformidad con el art. 139.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

VISTOS los artículos citados y demás de pertinente y general aplicación la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, con sede en Burgos, ha dictado 
el siguiente:

F A L L O

Desestimar el recurso contencioso administrativo Nº 501/11 interpuesto por la mercantil…………………. 
representada por el Procurador ………………………… y defendida por el Letrado ……………………………., 
contra la resolución del Tribunal Económico Administrativo Regional de Castilla y León, Sala de Bur-
gos de 9 de agosto de 2011 que se describe en el encabezamiento de la presente sentencia, decla-
rando en consecuencia ajustada a derecho la resolución recurrida. Ello sin hacer expresa condena 
en las costas procesales causadas.

IV. ACTUALIDAD

26 de abril de 2013
El Economista
El Gobierno mantiene la subida de IRPF y elevará los impuestos especiales y verdes
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26 de abril de 2013
Expansión
La UE prohíbe a Hacienda penalizar a las empresas que abandonen España
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24 de abril de 2013
Expansión
Rajoy admite que podría subir el IVA y el IRPF si empeora la crisis
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12 de abril de 2013
El País
Montoro descarta tocar más el IVA o subir impuestos como pide Bruselas
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16 de abril de 2013
El Economista
Hacienda subirá la fiscalidad a las grandes empresas para bajar la de pymes
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18 de abril de 2013
El Economista
Bruselas ultima la gran reforma del IVA 
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29 de marzo de 2013
El Economista
El aumento de la fiscalidad se centra en las rentas más bajas
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22 de abril de 2013
El Economista
Hacienda sube impuestos otra vez
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16 de abril de 2013
ABC
Baja un 0,5% hasta marzo la recaudación de impuestos concertados en Bizkaia
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2 de abril de 2013
El Economista
Los ingresos tributarios caen el 11,1% a espera de la debacle en Sociedades
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20 de marzo de 2013
Expansión
Reino Unido baja el Impuesto de Sociedades al nivel del IVA
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NOVEDAD DEL MES

Los depósitos fiscales pueden recuperar una parte de los impuestos pagados del Gasóleo A

Una reciente resolución del Tribunal Económico Administrativo Regional de Cataluña (TEARC) 
respalda la tesis sostenida por FIDE Asesores Legales y Tributarios sobre la posibilidad de recla-
mar una parte de los impuestos del Gasóleo A pagados por los depósitos fiscales.	 	

 
 	
En concreto, en los últimos años al biocarburante se le aplicaba el tipo impositivo de cero euros 
en el Impuesto Especial sobre Hidrocarburos. En la práctica habitual de los depósitos fiscales de 
origen de este producto, se aplicaba el tipo tributario en cuestión y además la suspensión de dicho 
impuesto. El resultado era una incorrecta aplicación del tipo especial de los biocarburantes.

El supuesto de hecho tiene una gran complejidad técnica, como así manifiesta la propia resolución 
del mencionado Tribunal, resolviendo el derecho a la devolución del impuesto pagado del Gasóleo 
A respecto de los porcentajes de biocarburante expedidos en régimen suspensivo con destino a los 
depósitos fiscales, que posteriormente declaraban el impuesto, alcanzando importes muy conside-
rables.

Esta postura mantenida por FIDE que ahora se ha visto respaldada por el Tribunal Económico Ad-
ministrativo Regional de Cataluña, es aplicable a los periodos que no hayan prescrito todavía, sen-
tando un precedente de indudable importancia, pues abre la vía a la reclamación de los impuestos 
pagados por el Gasóleo A por parte de aquellos titulares de depósitos fiscales que hayan recibido 
carburante en las mismas circunstancias.

V.NOTICIAS FIDE

A. Los números de los impuestos

Cerca del 17% de las Declaraciones de la Renta realizadas corresponde a tramos de rendimien-
tos e Imputación de entre 12 mil y 21 mil euros anuales
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B. FIDE Asesores imparte un curso curso sobre el Impuesto Especial de Hidro-
carburos 

El pasado día 24 de abril se celebró en las aulas del Colegio de Economistas de Catalunya el ter-
cer curso sobre el Impuesto Especial de Hidrocarburos. 

Cerca de cincuenta personas asistieron a este seminario, que se centró principalmente en las nove-
dades del nuevo reglamento de los Impuestos Especiales. 
Andrés Rodríguez, Jefe Adjunto de la Dependencia Regional de Aduanas e IIEE y Eduardo Espejo, 
socio de FIDE Asesores Legales y Tributarios, fueron los encargados de impartirlo.

VI.JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA

A. Impuesto sobre el alcohol y bebidas alcohólicas: Sanción por colocación de 
precintas inadecuadamente 

Cuando las precintas reglamentarias se hallaban sin adherir y sujetas simplemente con el anillo 
de las asas del envase, pudiendo extraerse la precinta con facilidad y sin romperse, se considerará 
cometida una infracción tributaria sancionable con 150 euros por cada una.
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Impuesto sobre el alcohol y bebidas alcohólicas: Sanción por colocación de precintas inadecua-
damente

Madrid, a veintiséis de noviembre de dos mil doce.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: El presente recurso contencioso-administrativo se interpone por la representación pro-
cesal de ………………………, contra la resolución del TEAC de ……………, que desestima la reclamación 
económico- administrativa deducida contra la sanción impuesta por la Dependencia Regional de 
Aduanas e Impuestos Especiales de la Delegación Especial de Galicia de la Agencia Tributaria de 
30 de septiembre de 2008, en relación con el Impuesto sobre el alcohol y bebidas derivadas, por 
importe de 157.800 euros.

SEGUNDO: Presentado el recurso, se reclamó el expediente administrativo y se dio traslado de todo 
ello al actor para que formalizara la demanda, el cual expuso los hechos, invocó los fundamentos 
de derecho y terminó por suplicar que, previos los trámites legales pertinentes, se dicte sentencia 
en la que, estimando el recurso, se deje sin efecto la resolución recurrida y consiguientemente la 
sanción impuesta liquidación practicada, así como la sanción impuesta por el concepto impositivo 
y los ejercicios reseñados, o, en su defecto se proceda a rectificar la liquidación practicada al haber 
acreditado la incorrección de los cálculos correspondientes a las mermas reglamentariamente ad-
mitidas como no sujetas a tributación, padecidas en las fases de elaboración en frío y envasado, en 
cuyo caso procedería calificar el expediente tramitado de rectificación sin sanción al ser patente la 
buena fe en la actuación de la recurrente y al no concurrir adicionalmente el preceptivo elemento 
subjetivo exigible para sancionar la conducta de la recurrente.

TERCERO: Formalizada la demanda se dio traslado al Abogado del Estado para que la contestara, 
el cual expuso los hechos y fundamentos de derecho y suplicó se dictara sentencia desestimando 
el recurso y confirmando la resolución impugnada, con expresa imposición de las costas a la parte 
recurrente.

CUARTO: Solicitado el recibimiento a prueba del procedimiento, la Sala acordó recibir el pleito a 
prueba, practicándose aquellos medios de prueba que propuestos por las partes fueron admitidos 
por la Sala, con el resultado que obra en las actuaciones y, evacuado el trámite de conclusiones, 
quedaron los autos conclusos, señalándose para votación y fallo el día 22 de noviembre del año en 
curso en que, efectivamente, se votó y falló.

QUINTO: La cuantía del presente recurso quedó fijada por Auto de 8 de marzo de 2011 en 157.800 
euros.

A efectos de recurribilidad de la presente resolución, debe advertirse que la misma está excluida 
del recurso de casación por razón de la cuantía litigiosa que no excede de 600.000 euros, de con-
formidad con el artículo 86.2.b) LJCA , en la redacción introducida por la Ley 37/2011, de 10 de 
octubre, de medidas de agilización procesal (B.O.E. 11 de octubre de 2011), atendidas sus disposi-
ciones transitoria única y final tercera y como resulta de lo que en su día resolvió la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo sobre el régimen transitorio de la propia LJCA de 13 de julio de 1998 ( así Autos 
de 22 de febrero de 2002 , 13 de marzo y 10 de abril de 2003 ) y antes respecto a la incidencia 
de la Ley 10/1992, de 30 de abril, de medidas urgentes de reforma procesal; en definitiva, y en lo 
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que ahora interesa, el nuevo límite de cuantía para el acceso al recurso de casación se aplica a las 
resoluciones judiciales que se dicten con posterioridad a la entrada de vigor de la reforma operada 
por la citada Ley 37/2011.

En consecuencia, y sin necesidad de acudir a las reglas de los artículos 41 y 42 de la LJCA que, a 
estos efectos, para acceder al recurso de casación, impiden sumar el importe, en su caso, de las 
sanciones correspondientes a las 1052 infracciones leves cometidas, como también ha dicho la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, la presente resolución está excluida del recurso de casación, sin 
que tampoco, individualmente considerados, las distintas sanciones tributarios que se impugnan, 
excedan, de 150.000 euros, cuantía límite para el acceso al recurso de casación hasta la reseñada 
reforma legislativa.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: Se dirige el presente recurso contra la mencionada resolución del TEAC, de 15 de diciem-
bre de 2009, por la que se desestima la reclamación económico-administrativa interpuesta contra 
la resolución de 30 de septiembre de 2008 de la Dependencia Regional de Aduanas e Impuestos Es-
peciales de la Delegación Especial de Galicia de la Agencia Tributaria de 30 de septiembre de 2008, 
por la que se impone una sanción en relación con el Impuesto sobre el alcohol y bebidas derivadas, 
por importe de 157.800 euros, que luego se detallará.

Son antecedentes a tener en cuenta, según se desprende del expediente administrativo y recoge la 
propia resolución impugnada, los siguientes:

1.- En 28 de agosto de 2008 se le notificó al obligado tributario el acuerdo de inicio del expediente 
sancionador con propuesta de sanción por la posible comisión de infracción tributaria, como con-
secuencia de que en el desarrollo de las actuaciones de comprobación e investigación efectuadas 
por la Intervención de los Impuestos Especiales de Fabricación se verificó que en las garrafas de 3 
litros de capacidad las precintas reglamentarias se hallaban sin adherir y sujetas simplemente con 
el anillo de las asas pudiendo extraerse la precinta con facilidad y sin romperse, no sucediendo 
lo mismo con otras capacidades. Dicha incidencia puede ser calificada de infracción tributaria de 
carácter leve, de conformidad con lo establecido en el artículo 201.4 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, al disponer que constituye infracción tributaria leve: el incumpli-
miento de las obligaciones relativas a la correcta expedición o utilización de los documentos de 
circulación exigidos por la normativa de los impuestos especiales, salvo que constituya infracción 
tipificada en la ley reguladora de dichos impuestos.

2.- No habiendo presentado el obligado tributario alegaciones al citado acuerdo, y estimándose 
que la conducta del obligado tributario fue voluntaria, en el sentido de que se entiende que le era 
exigible otra conducta distinta, en función de las circunstancias concurrentes, se aprecia el concur-
so de dolo o culpa con cualquier grado de negligencia a efectos de lo dispuesto en el artículo 183.1 
de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre , no siendo aplicable ninguna de las causas de exclusión de 
responsabilidad previstas en el artículo 179.2 y 3 de la citada Ley . Y, en 30 de septiembre de 2008, 
la Dependencia Regional de Aduanas e Impuestos Especiales de la Delegación Especial de Galicia 
de la Agencia Tributaria, dictó acuerdo por el que imponía al interesado una sanción por importe 
de 157.800 euros como consecuencia de la comisión de 1.052 infracciones leves por la incorrecta 
utilización de 1.052 precintas, de acuerdo con el artículo 26.2.a) del Real Decreto 1165/95 por el 
que se aprueba el Reglamento de los Impuesto Especiales y el artículo 201.4 de la Ley 58/2003 .
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3.- La empresa interesada promovió reclamación económico-administrativa ente el TEAC, alegando:

1º) Ausencia de culpabilidad de la entidad ya que se ha actuado con la diligencia necesaria en el 
cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios. 2º) Vulneración del principio de tipicidad 
de las infracciones.3º) Insuficiencia de pruebas de cargo para deshacer la presunción de inocencia 
a que hace referencia el artículo 137 de la L.R.J.A.P . y del P.A.C. 4º) Infracción del principio de pre-
sunción de validez de los actos administrativos. 5º) Vulneración del principio de proporcionalidad 
de las sanciones. 6º) Vulneración del precepto non bis in idem. Solicita que se declare no haber 
lugar a sanción alguna y se proceda al sobreseimiento del expediente.

4.- El TEAC en la resolución de 15 de diciembre de 2009 ahora impugnada en sede jurisdiccional 
desestima la reclamación económico-administrativa con arreglo a los razonamientos que luego 
reiteraremos en lo que resulte oportuno.

SEGUNDO: En la demanda de este recurso, insiste la recurrente en los argumentos esgrimidos ante 
el TEAC, exponiendo sus alegaciones con arreglo a los siguientes motivos:

1. Ausencia de culpabilidad/dolo de la entidad ……………….; actuación acorde con la diligencia ne-
cesaria en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios: artículos 178 , 183.1 y 179.2 
d) de la LGT , artículo 8 de la Ley 30/1992 , artículos 8 y 22 del RD 1398/1993 . 2. Vulneración del 
principio de tipicidad de las infracciones: artículo 178 LGT; artículo 29 Ley 30/1992 , artículo 4.1.1 
RD 1398/1993 ; cumplimiento del artículo 26.2.a) del RD 1165/1995 , que aprueba el Reglamento 
de Impuestos Especiales. 3. Presunción de inocencia; insuficiencia de pruebas de cargo para desha-
cer la presunción de inocencia a que hace referencia el artículo 137 Ley 30/1992. 4. Infracción del 
principio de presunción de validez de los actos administrativos (artículo 57 Ley 30/1992). 5. Vulne-
ración del principio de proporcionalidad de las sanciones (artículo 131 Ley 30/1992). 6. Infracción 
de principio de acción; nos encontramos en presencia de una única-idéntica acción, no de 1052 
acciones; vulneración del principio “non bis in idem”.

El Abogado del Estado se opone a la demanda con apoyo en los razonamientos que expone en su 
escrito de contestación a la demanda.

TERCERO: La cuestión se plantea en los mismos términos que en sede económico-administrativa y 
se concreta en determinar ahora si la resolución del TEAC y por ende el acuerdo de la Dependen-
cia Regional de Aduanas e Impuestos Especiales de la Delegación Especial de Galicia de la Agencia 
Tributaria de 30 de septiembre de 2008, recaída en su expediente sancionador nº 152008000382, 
en relación con el Impuesto sobre el alcohol y bebidas derivadas, resulta conforme a Derecho, en 
definitiva consiste en decidir sobre la procedencia de la sanción impuesta, como consecuencia de 
las irregularidades respecto a las precintas reglamentarias comprobadas por la Inspección.

La normativa aplicable al presente caso está constituida por la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de 
Impuestos Especiales, y el Reglamento aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. El ar-
tículo 19.1, párrafo primero, de la Ley de Impuestos Especiales, establece: “ El régimen de infraccio-
nes y sanciones en materia de impuestos especiales de fabricación se regirá por lo dispuesto en la 
Ley General Tributaria, en las normas específicas que para cada uno de estos impuestos se estable-
cen en esta ley y en las contenidas en los siguientes apartados.” Por su parte el Reglamento de los 
Impuestos Especiales, en su artículo 21 establece las clases de documentos de acompañamiento. 
En el punto 1 dispone que “ los documentos aptos para amparar la circulación de productos objeto 
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de los impuestos especiales de fabricación son los siguientes: (...) c) Marcas fiscales. El artículo 26.1 
del Reglamento sobre marcas fiscales establece: “Con independencia de los requisitos que hayan 
de cumplirse en materia técnico-sanitaria y de etiquetado y envasado, las bebidas derivadas y los 
cigarrillos que circulen, fuera de régimen suspensivo, con un destino dentro del ámbito territorial 
interno que no sea una planta embotelladora o envasadora independiente deberán contenerse en 
recipientes o envases provistos de una precinta de circulación u otra marca fiscal en las condiciones 
previstas en este Reglamento”.

Y el número 2 del mismo artículo 26 dispone: “Las precintas son documentos timbrados y nume-
rados sujetos al modelo aprobado por el Ministro de Economía y Hacienda. Se confeccionarán 
por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre y deberán adherirse a los recipientes o envases con 
arreglo a las siguientes normas: a) Cuando se trate de recipientes de bebidas derivadas, las precin-
tas se adherirán sobre sus tapones o cierres, en forma que no puedan ser abiertos sin romperlas. 
No obstante, cuando se trate de envases de capacidad no superior a medio litro que se agrupen 
acondicionados para su venta al por menor en estuches cuyo contenido total de bebidas derivadas 
no exceda de 4,5 litros, podrá adherirse una única precinta al estuche por su contenido total de 
bebidas derivadas.” El artículo 46.2 del Reglamento establece que “las actividades y locales de las 
fábricas, depósitos fiscales y almacenes fiscales estarán sometidas a un control específico por la 
Intervención de Impuestos Especiales de Fabricación”.

El artículo 48.1.b) del Reglamento dice que corresponde a la Intervención la función de “controlar 
los productos y las materias primas que se introduzcan, almacenen o salgan de los establecimientos 
sometidos a este régimen...”.

Por su parte la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria en su artículo 201.4 , dispone: 
“También constituye infracción el incumplimiento de las obligaciones relativas a la correcta expe-
dición o utilización de los documentos de circulación exigidos por la normativa de los impuestos 
especiales, salvo que constituya infracción tipificada en la ley reguladora de dichos impuestos. La 
infracción prevista en este apartado será leve. La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 150 
euros por cada documento incorrectamente expedido o utilizado”.

CUARTO: En el presente caso, según consta en el expediente, y recuerda la resolución impugnada, 
tal y como recoge la resolución del TEAC ahora recurrido, la Intervención de los Impuestos Especia-
les de Fabricación verificó que en las garrafas de 3 litros de capacidad las precintas reglamentarias 
se hallaban sin adherir y sujetas simplemente con el anillo de las asas pudiendo extraerse la precinta 
con facilidad y sin romperse, por lo que se incumple el apartado 2.a) del artículo 26 del Reglamento 
de los Impuestos Especiales, citado anteriormente y tipificada como infracción leve de acuerdo con 
el artículo 201.4 de la Ley 58/2003, General Tributaria. Pues bien, en sede judicial, la recurrente 
reitera en lo sustancial sus alegaciones. Como apunta el Abogado del Estado la recurrente alega lo 
mismo que en la vía administrativa, falta de culpabilidad puesto que no ha tenido una conducta 
negligente y no haber quedado probado esta culpabilidad por la Administración, falta de tipicidad, 
vulneración del principio de inocencia y proporcionalidad de la sanción, alegaciones que han sido 
respondidas en la resolución del TEAC, sin que en sede judicial se añada nada nuevo relevante más 
allá de la prueba pericial a la que luego nos referiremos. Recogimos antes la normativa aplicable.

QUINTO: Para determinar a responsabilidad tributaria será preciso examinar, en cada caso, la par-
ticipación del sujeto infractor en las conductas tipificadas en la norma sancionadora o, lo que es lo 
mismo, la existencia del elemento intencional o voluntad de defraudar a la Administración. En el 
caso que nos ocupa, los hechos cuya calificación a efectos sancionadores es relevante es la verifi-
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cación de que en las garrafas de 3 litros de capacidad las precintas reglamentarias se hallaban sin 
adherir y sujetas simplemente con el anillo de las asas, pudiendo extraerse la precinta con facilidad, 
no ocurriendo lo mismo con otras capacidades. Ello motivó una actuación por parte de la recurren-
te contraria a lo establecido legalmente, que supone el incumplimiento de las obligaciones relativas 
a la correcta expedición o utilización de los documentos de circulación exigidos por la normativa 
de impuestos especiales, inexactitud que no hubiera sido descubierta sin la correspondiente actua-
ción inspectora, y, sin que, por otra parte, se observe la existencia de lagunas normativas, o discre-
pancias razonables entre la sociedad ahora recurrente y la Administración debidas a una incorrecta 
interpretación por parte de aquélla de la normativa fiscal que es clara al respecto, apreciándose 
cuando menos simple negligencia en su conducta. Resulta evidente que de conformidad con lo 
establecido en el artículo 26.2 a) del Reglamento de los Impuestos Especiales la conducta del recu-
rrente se encuentra perfectamente tipificada, y que en el expediente existe prueba suficiente de 
ello, por lo que no se vulnera ni el principio de tipicidad ni la presunción de inocencia como luego 
reiteraremos.

SEXTO: Como se ha dicho en alguna ocasión anterior, en cuanto a las alegaciones sobre presunción 
de buena fe y falta de culpabilidad, el artículo 183 de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General 
Tributaria, indica que son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con 
cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en ésta u otra ley. Es 
decir, las infracciones tributarias son sancionables incluso a título de simple negligencia, porque, en 
palabras del Tribunal Constitucional “ ello significa con toda evidencia, de un lado, que el precepto 
está dando por supuesta la existencia de culpabilidad en los grados de dolo y culpa o negligencia 
grave, y de otro, que más allá de la simple negligencia los hechos no pueden ser sancionados”. 
Recogiendo la doctrina del Tribunal Constitucional y la del Tribunal Supremo, en la materia, en el 
sentido de que no puede hablarse de la infracción como una especie de responsabilidad objetiva o 
presunta, sino que la intencionalidad es esencial para que pueda apreciarse su existencia. En este 
aspecto se ha expuesto que sólo el error invencible supone una ausencia de culpabilidad, mientras 
que el vencible excluye el dolo pero no la culpa, debiendo el invencible alegarse y probarse por 
quien lo padezca, y teniendo en cuenta las circunstancias psicológicas y de cultura del infractor. 
Finalmente la negligencia, como elemento subjetivo de la infracción, ha de ponerse en relación con 
las características propias del obligado tributario, es decir con los medios personales y materiales, 
en sus aspectos cuantitativos y cualitativos, de que dispone o debiera disponer. Una empresa como 
la entidad reclamante, con la experiencia acreditada de años en la fabricación de estos productos 
debe contar con los medios necesarios para ser capaz de responder a las exigencias materiales y 
formales de las normas fiscales. Consideraciones de plena aplicación al presente supuesto. Resulta 
evidente, a juicio de la Abogacía del Estado, que de conformidad con lo establecido en el Reglamen-
to de los Impuestos Especiales la conducta del recurrente se encuentra perfectamente tipificada, 
y que en el expediente existe prueba suficiente de ello, por lo que no se vulnera ni el principio de 
tipicidad ni la presunción de inocencia.

A su vez el acuerdo sancionador de 30 de septiembre de 2008 reseñaba, en su motivación y des-
pués de exponer los hechos, la normativa aplicable y la sanción procedente -sin que la entidad san-
cionada presentara alegaciones- y entiende que la conducta del obligado tributario fue voluntaria 
en el sentido que le era exigible otra conducta distinta en función de las circunstancias concurren-
tes, concurriendo dolo o culpa por la incorrecta adhesión de las precintas en los recipientes de 
bebidas derivadas cuando los mismos pueden ser abiertos sin romperlas, incumpliendo el tantas 
veces citado artículo 26.2.a) del Reglamento.
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Visto lo anterior, y una vez configurada la conducta del reclamante como uno de los tipos previs-
tos en la Ley 58/2003 -y antes Ley 230/1963 en la redacción de la Ley 25/1995- como infracción 
tributaria, queda por determinar si concurre un elemento necesario de responsabilidad punible 
que debe presidir toda materia sancionadora. La culpabilidad y la tipicidad se configuran como los 
elementos fundamentales de toda infracción tributaria; y que el elemento subjetivo está presente 
cuando la Ley fiscal sanciona las infracciones tributarias cometidas por negligencia simple. La negli-
gencia, por otra parte, no exige como elemento determinante para su apreciación un claro ánimo 
de defraudar, sino un cierto desprecio o menoscabo de la norma, una laxitud en la apreciación de 
los deberes impuestos por la misma. Frente a la sanción impuesta y la resolución impugnada, la 
recurrente viene a alegar, como dijimos, y en lo sustancial la falta de culpabilidad en una conducta 
tipificada como infracción tributaria, la falta de tipicidad, la presunción de inocencia y la vulnera-
ción del principio de proporcionalidad de las sanciones. Antes recogimos la resolución que impone 
la sanción y tipifica la conducta de infracción tributaria así como la motivación de la misma, y, en 
definitiva, la justificación del título de imputación.

Y sin que las manifestaciones del interesado -el representante de la empresa- en el expediente 
sancionador (diligencia de constancia de hechos de 25 de abril de 2008) alegando que “se hace de 
esta forma por comodidad hacer más rápido el proceso de colocación de la precinta” añadiendo 
que “debiera ser la propia Agencia Tributaria quien proporcionase las precintas ya encoladas, pues-
to que una máquina para realizar este proceso es costosa y de forma manual se pierden muchas 
horas de trabajo, las cuales encarecerían el producto”, desvirtúen la procedencia de la infracción, 
al menos a título de negligencia, como ha entendido la Administración Tributaria.

SÉPTIMO: Como ya ha señalado esta Sala en múltiples ocasiones, ha de tenerse en cuenta, desde la 
perspectiva de la culpabilidad y de la tipicidad, como elementos fundamentales de toda infracción 
administrativa, y también, por ende, de toda infracción tributaria, que la modificación del con-
cepto de esta última introducida en el artículo 77 de la Ley General Tributaria por la Ley 10/1985, 
de 26 de abril (“son infracciones tributarias las acciones y omisiones tipificadas y sancionadas en 
las leyes. Las infracciones tributarias son sancionables incluso a título de simple negligencia”), no 
puede interpretarse como abdicación por el legislador del principio de responsabilidad subjetiva 
y adopción del opuesto de responsabilidad objetiva en el Derecho Tributario Sancionador, sino, 
antes al contrario, como modificación delimitadora del mínimo respecto del cual simple negligen-
cia puede darse por existente una infracción sancionable. Así se desprende de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 76/1990, de 26 de abril, cuando textualmente declara que “ no existe (...) 
un régimen de responsabilidad objetiva en materia de infracciones tributarias ni nada ha cambiado 
al respecto la Ley 10/1985. Por el contrario, en el nuevo artículo 77.1 sigue rigiendo el principio de 
culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave y culpa o negligencia leve o simple negligencia), 
principio que excluye la imposición de sanciones por el mero resultado y sin atender a la conducta 
diligente del contribuyente, no apreciándose en el citado precepto legal infracción de los principios 
de seguridad jurídica (artículo 9.3 de la Constitución) y de legalidad sancionadora (artículo 25.1 de 
la Constitución)”.

En síntesis, la culpabilidad ha de estar tan demostrada como la conducta activa u omisiva que se 
sanciona, y esa prueba ha de extenderse no sólo a los hechos determinantes de la responsabilidad 
sino también, en su caso, a los que cualifiquen o agraven la infracción.

Si bien es cierto que, a menudo, será difícil una prueba específica de la culpabilidad en casos distin-
tos de aquéllos en los que se sostenga una interpretación amparada en criterios de aplicación de 
las normas que sea razonable, de la misma manera la propia conducta manifestada por el sujeto 
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pasivo en sus relaciones con la Hacienda Pública, así como las circunstancias que la rodean será, 
en ocasiones, suficiente para concluir la presencia del elemento culpabilístico de inexorable con-
currencia.

OCTAVO: Hechas las anteriores consideraciones basta con reiterar los propios Fundamentos de la 
resolución impugnada en lo que resultan oportunas y que no han sido desvirtuadas por la recurren-
te. Sobre la culpabilidad:

“QUINTO.- Se alega la falta de culpabilidad del interesado en la comisión de los hechos constitutivos 
de la infracción, porque no ha ocasionado perjuicio alguno a la Hacienda Pública y ha actuado con 
la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios. En este sentido, 
el artículo 183 de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria, indica que son infraccio-
nes tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia que 
estén tipificadas y sancionadas como tales en ésta u otra ley. Es decir, las infracciones tributarias 
son sancionables incluso a título de simple negligencia, porque, en palabras del Tribunal Constitu-
cional “ello significa con toda evidencia, de un lado, que el precepto está dando por supuesta la 
existencia de culpabilidad en los grados de dolo y culpa o negligencia grave, y de otro, que más allá 
de la simple negligencia los hechos no pueden ser sancionados”. Se estima que la conducta que 
ha determinado la comisión de las infracciones observadas implica la concurrencia de culpabilidad 
por vía de culpa o negligencia, al tratarse de una empresa con capacidad administrativa y de orga-
nización suficiente que no ha actuado con la diligencia debida o el cuidado necesario que evitase 
el resultado sancionado por la norma, ello supone que para la comisión de la infracción no se exige 
un claro ánimo de defraudar, sino que bastará simplemente con “un cierto desprecio o menoscabo 
de la norma”.
La culpabilidad es el elemento subjetivo del delito, pudiéndose, en este sentido, considerar culpa-
ble al que, pudiendo adecuarse a la norma, realiza un acto contrario a ella. Actúa culpablemente 
quien omite la diligencia debida”.

Sobre la falta de tipicidad, presunción de inocencia, prueba y falta de proporcionalidad.

“SEXTO.- Respecto a las alegaciones sobre falta de tipicidad, insuficiencia de prueba y falta de
proporcionalidad, cabe decir que de la lectura del expediente se concluye que la Intervención com-
probó que en las garrafas de 3 litros de capacidad las precintas reglamentarias se hallaban sin 
adherir y sujetas simplemente con el anillo de las asas pudiendo extraerse la precinta con facilidad 
y sin romperse, no sucediendo lo mismo con otras capacidades y que el artículo 26.2.a) del Regla-
mento de los Impuestos Especiales señala que cuando se trate de recipientes de bebidas derivadas, 
las precintas se adherirán sobre sus tapones o cierres, en forma que no puedan ser abiertos sin 
romperlas, por lo que resulta evidente que el hecho sancionado está tipificado y que se da la pro-
porcionalidad cuando se ha aplicado una multa pecuniaria fija de 150 euros por cada documento 
incorrectamente utilizado previsto en el artículo 201.4 de la Ley General Tributaria .”

Sobre el principio non bis in idem.

“SÉPTIMO.- Por lo que se refiere a la vulneración del precepto non bis in idem hay que señalar que 
dicho precepto impide castigar dos veces por la misma causa, no que no pueda castigarse la misma 
falta cuantas veces se cometa. Es decir, que solo puede sancionarse una vez por la existencia de una 
garrafa con la precinta mal puesta, lo cual no impide que deba aplicarse una sanción por cada una 
de las garrafas con el precinto mal puesto, como se ha hecho.”
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NOVENO: Finalmente, en sede judicial se ha practicado prueba pericial, emitiendo Dª…… ………………. 
- Ingeniera Industrial- dictamen de fecha 5 de marzo de 2012, ratificado al día siguiente, en el que, 
después de recoger los antecedentes y pruebas realizadas en relación con el proceso de precinta-
do, dice:

“Los criterios y elementos de juicio a tener en cuenta para emitir dictamen respecto a la cuestión 
planteada son:

El artículo 26 , Marcas fiscales, del Reglamento del R .D. 1165/1995, de 7 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de los Impuestos Especiales, que en el apartado 2.a, dice “Cuando se trate 
de recipientes de bebidas derivadas, las precintas se adherirán sobre sus tapones o cierres, en for-
ma que no puedan ser abiertos sin romperlas”.

El diccionario de la RAE, que define la palabra “adherir” (en una de sus acepciones) como “pegar 
algo a otra cosa”. Esto conlleva a consultar el significado de la palabra “pegar”, la cual tiene como 
una de sus definiciones “unir o juntar una cosa con otra, atándola, cosiéndola o encadenándola 
con ella”. Considerando el proceso de precintado descrito en el apartado anterior se concluye que 
se cumple la primera parte de lo dispuesto en el artículo 26.2.a ya que se puede considerar que la 
precinta está encadenada, y por tanto adherida. Sin embargo se puede afirmar sin ningún género 
de duda que es posible abrir las garrafas sin romper la precinta al haberla retirado previamente”.

Y concluye “que el precintado sobre el que versa la pericia no cumple la totalidad de lo dispuesto 
en el artículo 26 del Reglamento del R .D. 1165/1995, de 7 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento de los Impuestos Especiales, ya que es posible abrir las garrafas sin romper la precinta “ Y, 
a instancias de la recurrente, el 4 de julio de 2012, cuando le pregunta si tal y como señala en su 
informe solo es posible la apertura de la garrafa sin romper la precinta mediante la manipulación 
intencional de la precinta y arandela que la sujeta, la perito contesta que “ no se dice que solo sea 
posible con manipulación intencional, de hecho ocasionalmente, sería posible”.

Pues bien, como señala el Abogado del Estado, el reseñado artículo 26 indica claramente que las 
precintas deben estar adheridas sobre el cierre de los envases de forma que no puedan abrirse 
sin romperlas y en este caso los envases de tres litros las tenía en las anillas de forma que si era 
posible su apertura sin rotura, a diferencia de lo que ocurría con otros envases lo cual acredita que 
el interesado si colocaba bien las precintas en ciertos envases pero no en los que han motivado 
la sanción, es decir que no cabe invocar ignorancia, sin perjuicio de la claridad de la norma y aquí 
resulta, en definitiva, que es posible abrir los envases sin romper las precintas.

En consecuencia, procede la desestimación del recurso.

DÉCIMO: La Sala, en atención a lo dispuesto en el artículo 139.1 de la LJCA, no aprecia la concurren-
cia de méritos que justifiquen la condena en costas.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,

F A L L A M O S

Que desestimamos el recurso contencioso-administrativo nº 156/10 interpuesto por la Procurado-
ra Dª…………………., en nombre y representación de la entidad……………………
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contra la resolución del Tribunal Económico- Administrativo Central de fecha 15 de diciembre de 
2009 (R.G. 8003/08) a la que la demanda se contrae, la cual confirmamos , así como los actos de 
los que trae causa. Sin hacer condena en costas.

B. Sentencia Comunitaria sobre el porcentaje de biocarburante

La normativa nacional que impone porcentajes obligatorios de biocombustibles a las compañías 
petroleras para alcanzar los objetivos nacionales previstos por las Directivas 2003/30 (LCEur 2003, 
1330) y 2009/28 (LCEur 2009, 780) no puede considerarse contraria a los artículos 3 a 5 de la 
Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989),cuando esos porcentajes son conformes a los valores límites 
máximos fijados por esta última y son aplicables no a cada litro de carburante comercializado, sino 
a la cantidad total de carburantes comercializada al año por esas compañías.

Sobre la obligación de mezclar biocarburante

Tribunal de Justicia de la Unión Europea

TJUE (Sala Tercera) Caso Belgische Petroleum Unie VZW contra Belgische Staat. Sentencia de 31 
enero 2013

TJCE\2013\31

Control de la contaminación atmosférica: calidad de la gasolina y el gasóleo: Directiva 98/70/CEE: 
vulneración: desestimación: normativa nacional, que, con arreglo al objetivo de promoción de la 
utilización de biocombustibles en el transporte marcado a los Estados miembros por las Directivas 
2003/30 (LCEur 2003\1330), 2009/28 (LCEur 2009\780) y 2009/30 (LCEur 2009\782), obliga a las 
compañías petroleras que comercialicen gasolina o gasóleo a comercializar también en el mismo 
año civil una determinada cantidad de biocombustibles, mezclándola con esos productos, cuando 
esa cantidad se calcula en porcentajes de la cantidad total de dichos productos que comercializan 
al año y esos porcentajes se ajustan a los valores límites máximos fijados por esta Directiva.

Jurisdicción:Comunitario
Cuestión prejudicial / 
Ponente:R. Silva de Lapuerta 

En el asunto C-26/11,
que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial en virtud del artículo 267  TFUE (RCL 2009, 
2300) , presentada por el Grondwettelijk Hof (Bélgica), mediante resolución de 22 de diciembre de 
2010, recibida en el Tribunal de Justicia el 17 de enero de 2011, en el procedimiento entre

Belgische Petroleum Unie VZW ,
Continental Tanking Company NV ,
Belgische Olie Maatschappij NV ,
Octa NV ,
Van Der Sluijs Group Belgium NV ,
Belgomazout Liège NV ,
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Martens Energie NV ,
Transcor Oil Services NV ,
Mabanaft BV ,
Belgomine NV ,
Van Raak Distributie NV ,
Bouts NV ,
Gabriels & Co NV ,
Joassin René NV ,
Orion Trading Group NV ,
Petrus NV ,
Argosoil Belgium BVBA
y
Belgische Staat ,

con intervención de:

Belgian Bioethanol Association VZW ,
Belgian Biodiesel Board VZW ,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera),

integrado por la Sra. R. Silva de Lapuerta (Ponente), en funciones de Presidente de la Sala Tercera, 
y los Sres. K. Lenaerts, G. Arestis, J. Malenovský y T. von Danwitz, Jueces;

Abogado General: Sra. J. Kokott;

Secretaria: Sra. R. Şereş, administradora;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 7 de junio de 2012;
consideradas las observaciones presentadas:

– en nombre de Belgische Petroleum Unie VZW, Continental Tanking Company NV, Belgische Olie 
Maatschappij NV, Octa NV, Van Der Sluijs Group Belgium NV, Belgomazout Liège NV, Martens Ener-
gie NV, Transcor Oil Services NV, Mabanaft BV, Belgomine NV, Van Raak Distributie NV, Bouts NV, 
Gabriels & Co NV, Joassin René NV, Orion Trading Group NV, Petrus NV y Argosoil Belgium BVBA, por 
los Sres. P. Mallien y M. Deketelaere, advocaten;
– en nombre del Belgische Staat, por el Sr. J.-F. De Bock, advocaat;
– en nombre de Belgian Bioethanol Association VZW y Belgian Biodiesel Board VZW, por Me P. De 
Bandt, avocat;
– en nombre del Gobierno belga, por la Sra. C. Pochet, en calidad de agente, asistida por el Sr. J.-F. 
De Bock, advocaat;
– en nombre del Gobierno neerlandés, por las Sras. C. Wissels y B. Koopman, en calidad de agentes;
– en nombre de la Comisión Europea, por las Sras. A. Alcover San Pedro y K. Herrmann y por el Sr. 
E. Manhaeve, en calidad de agentes;
oídas las conclusiones de la Abogado General, presentadas en audiencia pública el 19 de julio de 
2012;
dicta la siguiente
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SENTENCIA

1
La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación de los artículos 3 a 5 de la 
Directiva 98/70/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 1998 (LCEur 1998, 
3989) , relativa a la calidad de la gasolina y el gasóleo y por la que se modifica la Directiva 93/12/CEE 
(LCEur 1993, 752) del Consejo (DO L 350, p. 58), en su versión modificada por la Directiva 2009/30/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009 (LCEur 2009, 782) (DO L 140, p. 
88; en lo sucesivo, «Directiva 98/70»), del artículo 4  TUE (RCL 2009, 2299 y RCL 2010, 362) , apar-
tado 3, de los artículos 26  TFUE (RCL 2009, 2300) , apartado 2, 28 TFUE y 34 TFUE a 36 TFUE, así 
como del artículo 8 de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio 
de 1998 (LCEur 1998, 2316) , por la que se establece un procedimiento de información en materia 
de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los servicios de la sociedad de 
la información (DO L 204, p. 37), en su versión modificada por la Directiva 98/48/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 20 de julio de 1998 (LCEur 1998, 2497) (DO L 217, p. 18) (en lo sucesivo, 
«Directiva 98/34»).

2
Esta petición se ha planteado en el marco de un litigio entre Belgische Petroleum Unie VZW, Conti-
nental Tanking Company NV, Belgische Olie Maatschappij NV, Octa NV, Van Der Sluijs Group Belgium 
NV, Belgomazout Liège NV, Martens Energie NV, Transcor Oil Services NV, Mabanaft BV, Belgomine 
NV, Van Raak Distributie NV, Bouts NV, Gabriels & Co NV, Joassin René NV, Orion Trading Group NV, 
Petrus NV y Argosoil Belgium BVBA (en lo sucesivo, conjuntamente, «BPU y otros») y el Belgische 
Staat, relativo a la Ley de 22 de julio de 2009 sobre la obligación de incorporación de biocombusti-
ble a los combustibles fósiles despachados al consumo (Belgisch Staatsblad de 3 de agosto de 2009, 
p. 51920; en lo sucesivo, «Ley sobre la obligación de incorporación»).
 
Marco jurídico
Derecho de la Unión
Directiva 98/34

3
El artículo 1 de la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) establece lo siguiente:
«A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:
1) “producto”: cualquier producto de fabricación industrial y cualquier producto agrícola, incluidos 
los productos pesqueros;
[...]

3) “especificación técnica”: una especificación que figura en un documento en el que se definen 
las características requeridas de un producto, tales como los niveles de calidad, el uso específico, 
la seguridad o las dimensiones, incluidas las prescripciones aplicables al producto en lo referente 
a la denominación de venta, la terminología, los símbolos, los ensayos y métodos de ensayo, el en-
vasado, el marcado y el etiquetado, así como los procedimientos de evaluación de la conformidad.
[...]

4) “otro requisito”: un requisito, distinto de una especificación técnica, impuesto a un producto, en 
particular por motivos de protección de los consumidores o del medio ambiente y que se refiere 
a su ciclo de vida con posterioridad a su comercialización, como sus condiciones de uso, reciclado, 
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reutilización o eliminación, cuando dichas condiciones puedan afectar significativamente a la com
posición o naturaleza del producto o a su comercialización;
[...]

11) “Reglamento técnico”: las especificaciones técnicas u otros requisitos o las reglas relativas a los 
servicios, incluidas las disposiciones administrativas que sean de aplicación y cuyo cumplimiento 
sea obligatorio, de iure o de facto, para la comercialización, prestación de servicio o establecimien-
to de un operador de servicios o la utilización en un Estado miembro o en gran parte del mismo, 
así como, a reserva de las contempladas en el artículo 10, las disposiciones legales, reglamentarias 
y administrativas de los Estados miembros que prohíben la fabricación, importación, comerciali-
zación o utilización de un producto o que prohíben el suministro o utilización de un servicio o el 
establecimiento como prestador de servicios.
[...]
[...]».

4
El artículo 8, apartado 1, párrafo primero, de esa Directiva (LCEur 1998, 2316) dispone lo siguiente:
«Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10, los Estados miembros comunicarán inmediatamen-
te a la Comisión todo proyecto de reglamento técnico, salvo si se trata de una simple transposición 
íntegra de una norma internacional o europea, en cuyo caso bastará una simple información re-
ferente a dicha norma; igualmente, los Estados miembros dirigirán a la Comisión una notificación 
referente a las razones por las cuales es necesaria la adopción de tal reglamento técnico, a menos 
que dichas razones se deduzcan ya del proyecto».

5
A tenor del artículo 10, apartado 1, de la Directiva (LCEur 1998, 2316) :
«Los artículos 8 y 9 no se aplicarán a las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas de 
los Estados miembros o a los acuerdos voluntarios en virtud de los cuales los Estados miembros:
– se ajusten a los actos comunitarios vinculantes que tienen por efecto la adopción de especifica-
ciones técnicas o de reglas relativas a los servicios;
[...]

– se limiten a modificar un reglamento técnico con arreglo a lo dispuesto en el punto 11) del artícu-
lo 1, de conformidad con una solicitud de la Comisión para eliminar un obstáculo a los intercambios 
o, por lo que respecta a las reglas relativas a los servicios, a la libre circulación de servicios o a la 
libertad de establecimiento de los prestadores de servicios».

Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989)

6
El artículo 3 de la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) , titulado «Gasolina», establece en sus apar-
tados 1 a 3:

«1. No más tarde del 1 de enero de 2000, los Estados miembros prohibirán la comercialización de 
las gasolinas con plomo en su territorio.
2. Los Estados miembros garantizarán que en su territorio solamente puedan comercializarse las 
gasolinas que cumplan las especificaciones relativas al medio ambiente establecidas en el anexo I.
No obstante, los Estados miembros podrán establecer disposiciones específicas, para las regiones 
ultraperiféricas, relativas a la introducción de gasolina con un contenido máximo de azufre de 10 
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mg/kg. Los Estados miembros que recurran a esta disposición informarán en consecuencia a la 
Comisión.

3. Los Estados miembros exigirán a los proveedores que garanticen la comercialización de gasolina 
con un contenido máximo de oxígeno de 2,7% y un contenido máximo de etanol de 5% hasta 2013 
y podrán exigir la comercialización de este tipo de gasolina durante un período más prolongado si lo 
consideran necesario. Garantizarán la puesta a disposición de los consumidores de la información 
pertinente referente al contenido en biocarburantes de la gasolina y, en particular, sobre el uso 
adecuado de las diferentes mezclas de gasolina».

7
El anexo I de la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) , titulado «especificaciones medioambientales 
de los combustibles comercializados para su uso en vehículos equipados con motor de encendido 
por chispa», establece un valor límite máximo de volumen de etanol para la gasolina de 10% v/v.

8
El artículo 4 de esta Directiva (LCEur 1998, 3989) , titulado «Combustible diésel», establece en su 
apartado 1:

«Los Estados miembros garantizarán que solamente pueda comercializarse en su territorio el com-
bustible diésel que cumpla las especificaciones establecidas en el anexo II.
No obstante lo dispuesto en el anexo II, los Estados miembros podrán autorizar la comercialización 
de diésel con un contenido en éster metílico de ácidos grasos (FAME) superior al 7%.
Los Estados miembros garantizarán la puesta a disposición de los consumidores de la información 
pertinente referente al contenido en biocarburantes, en particular en FAME, del combustible dié-
sel».

9
En virtud del anexo II de esa Directiva (LCEur 1998, 3989) , titulado «Especificaciones medioam-
bientales de los combustibles comercializados para su uso en vehículos equipados con motor de 
encendido por compresión», el valor límite máximo de contenido en FAME del diésel se establece 
en 7% v/v.

10
El artículo 5 de dicha Directiva (LCEur 1998, 3989) , titulado «Libre circulación», tiene el siguiente 
tenor:

«Ningún Estado miembro podrá prohibir, restringir o impedir la comercialización de combustibles 
que cumplan los requisitos de la presente Directiva».

Directiva 2003/30/CE (LCEur 2003, 1330)

11
En los considerandos 19 y 21 de la Directiva 2003/30/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 8 de mayo de 2003 (LCEur 2003, 1330) , relativa al fomento del uso de biocarburantes u otros 
combustibles renovables en el transporte (DO L 123, p. 42) se indica lo siguiente:
«(19) En su Resolución de 18 de junio de 1998 [DO C 210, p. 215], el Parlamento Europeo hizo un 
llamamiento en favor del aumento de la cuota de mercado correspondiente a los biocarburantes 
hasta el 2% en un período de cinco años, mediante la aplicación de un paquete de medidas, entre 
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las que figura[n] la exención fiscal, ayudas financieras a la industria transformadora y el estableci-
miento de un porcentaje de biocarburantes de cumplimiento obligatorio por parte de las compa-
ñías petroleras.
[...]

(21) Las políticas nacionales de fomento del uso de biocarburantes no deben llevar a la prohibición 
de la libre circulación de los combustibles que cumplan las especificaciones medioambientales ar-
monizadas establecidas en la legislación comunitaria».

12
Con arreglo a su artículo 1, esta Directiva tiene por objeto fomentar la utilización de biocarburantes 
u otros combustibles renovables como sustitutivos del gasóleo o la gasolina a efectos de transporte 
en los Estados miembros, con el fin de contribuir a objetivos como el cumplimiento de los compro-
misos asumidos en materia de cambio climático, la seguridad de abastecimiento en condiciones 
ecológicamente racionales y la promoción de las fuentes de energía renovables.

13
El artículo 3, apartado 1, de esa Directiva (LCEur 1998, 3989) tiene el siguiente tenor:
«a) Los Estados miembros deberían velar por que se comercialice en sus mercados una proporción 
mínima de biocarburantes y de otros combustibles renovables y a tal efecto establecerán objetivos 
indicativos nacionales.

b) i) Como valor de referencia para estos objetivos se fija el 2%, calculado sobre la base del conteni-
do energético, de toda la gasolina y todo el gasóleo comercializados en sus mercados con fines de 
transporte a más tardar el 31 de diciembre de 2005.
ii) Como valor de referencia para estos objetivos se fija el 5,75%, calculado sobre la base del con-
tenido energético, de toda la gasolina y todo el gasóleo comercializados en sus mercados con fines 
de transporte a más tardar el 31 de diciembre de 2010».

Directiva 2009/28/CE

14
El noveno considerando de la Directiva 2009/28/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de abril de 2009 (LCEur 2009, 780) , relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes 
renovables y por la que se modifican y se derogan las Directivas 2001/77/CE (LCEur 2001, 3766) y 
2003/30/CE (LCEur 2003, 1330) (DO L 140, p. 16), señala:

«El Consejo Europeo de marzo de 2007 reafirmó el compromiso de la Comunidad con el desarrollo 
de la energía procedente de fuentes renovables, a escala de la Unión, más allá de 2010. Aprobó el 
objetivo obligatorio de alcanzar una cuota del 20% de energía procedente de fuentes renovables 
en el consumo total de energía de la UE en 2020 y un objetivo vinculante mínimo del 10%, para 
todos los Estados miembros, con relación al porcentaje de biocarburantes sobre el conjunto de los 
combustibles (gasóleo y gasolina) de transporte consumidos en 2020, que debe introducirse respe-
tando la relación coste-eficacia. Declaró que el carácter vinculante del objetivo para los biocarbu-
rantes es adecuado, siempre y cuando la producción sea sostenible, los biocarburantes de segunda 
generación estén disponibles comercialmente y la Directiva [98/70] se modifique en consecuencia 
para permitir niveles de mezcla adecuados. […]»
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15
El artículo 1 de la Directiva 2009/28 (LCEur 2007, 780) establece lo siguiente:
«La presente Directiva establece un marco común para el fomento de la energía procedente de 
fuentes renovables. Fija objetivos nacionales obligatorios en relación con la cuota de energía pro-
cedente de fuentes renovables en el consumo final bruto de energía y con la cuota de energía 
procedente de fuentes renovables en el transporte. […]».

16
El artículo 3, apartado 4, párrafo primero, de dicha Directiva (LCEur 2007, 780) dispone:
«Cada Estado miembro velará por que la cuota de energía procedente de fuentes renovables en 
todos los tipos de transporte en 2020 sea como mínimo equivalente al 10% de su consumo final de 
energía en el transporte».

17
El artículo 26, apartados 2 y 3, de esa Directiva (LCEur 2007, 780) establece lo siguiente:
«2. En la Directiva 2003/30/CE, se suprimen el artículo 2, el artículo 3, apartados 2, 3 y 5, y los artí-
culos 5 y 6, con efectos a partir del 1 de abril de 2010.
3. Quedan derogadas, con efectos a partir del 1 de enero de 2012, las Directivas 2001/77/CE y 
2003/30/CE».

Derecho belga

18
A tenor del artículo 4, apartado 1, de la Ley sobre la obligación de incorporación:
«Toda compañía petrolera registrada que despache al consumo productos de gasolina o de diésel 
está obligada a despachar al consumo una determinada cantidad de biocombustibles sostenibles 
en el mismo año civil, a saber:

– FAME, en una cantidad de cuando menos el [4% v/v] de la cantidad de productos de diésel des-
pachados al consumo;
– bioetanol, puro o en la forma de bio-ETBE, en una cantidad de cuando menos el [4% v/v] de la 
cantidad de productos de gasolina despachados al consumo».

19
El artículo 5 de la Ley sobre la obligación de incorporación dispone lo siguiente:
«El despacho al consumo de biocombustibles sostenibles previsto en el artículo 4 se efectuará me-
diante la mezcla de los productos de gasolina o productos de diésel despachados al consumo, en 
observancia de las normas sobre productos NBN EN 590 aplicables a los productos de diésel y NBN 
EN 228 aplicables a los productos de gasolina».

Litigio principal y cuestiones prejudiciales

20
Mediante recurso interpuesto el 15 de octubre de 2009 ante el órgano jurisdiccional remitente, 
BPU y otros solicitaron la anulación de la Ley sobre la obligación de incorporación.

21
En este contexto, el Grondwettelijk Hof decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal 
de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales:
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«1) ¿Deben interpretarse los artículos 3, 4 y 5 de la Directiva [ 98/70 (LCEur 1998, 3989) ], así como, 
en su caso, el artículo 4 [ TUE (RCL 2009, 2299 y RCL 2010, 362) ], apartado 3, y los artículos 26 [ 
TFUE (RCL 2009, 2300) ], apartado 2, 28 [TFUE] y 34 [TFUE] a 36 [TFUE], en el sentido de que se 
oponen a una disposición legislativa en virtud de la cual toda compañía petrolera registrada que 
despache al consumo productos de gasolina o de diésel también está obligada a despachar al con-
sumo en el mismo año civil una cantidad de biocombustibles sostenibles, a saber, bioetanol, puro o 
en la forma de bio-ETBE, en una cantidad de cuando menos el 4% v/v de la cantidad de productos 
de gasolina despachados al consumo, y FAME en una cantidad de cuando menos el 4% v/v de la 
cantidad de productos de diésel despachados al consumo?

2) En caso de respuesta negativa a la primera cuestión, ¿debe interpretarse el artículo 8 de la Di-
rectiva [98/34 (LCEur 1998, 2316) ] en el sentido de que, no obstante lo dispuesto en el artículo 10, 
apartado 1, primer guión, de la misma Directiva, impone la obligación de comunicar a la Comisión 
todo proyecto de norma en virtud de la cual toda compañía petrolera registrada que despache al 
consumo productos de gasolina o de diésel también está obligada a despachar al consumo en el 
mismo año civil una cantidad de biocombustibles sostenibles, a saber, bioetanol, puro o en la forma 
de bio-ETBE, en una cantidad de cuando menos el 4% v/v de la cantidad de productos de gasolina 
despachados al consumo, y FAME en una cantidad de cuando menos el 4% v/v de la cantidad de 
productos de diésel despachados al consumo?».

Sobre la admisibilidad de la petición de decisión prejudicial

22
Belgian Bioethanol Association VZW y Belgian Biodiesel Board VZW sostienen que la petición de 
decisión prejudicial es inadmisible porque, en el procedimiento ante el órgano jurisdiccional remi-
tente, BPU y otros no alegaron en ningún momento una violación de las Directivas 98/34 (LCEur 
1998, 2316) y 98/70, por lo que consideran que es evidente que la interpretación del Derecho de la 
Unión solicitada por ese tribunal no tiene ninguna relación con el objeto de litigio principal.

23
A este respecto, procede recordar que el hecho de que las partes en el litigio principal no hayan 
suscitado ante el órgano jurisdiccional remitente un problema de Derecho de la Unión no impide 
que éste se pueda remitir al Tribunal de Justicia. Al prever la remisión con carácter prejudicial al 
Tribunal de Justicia cuando «se plantea una cuestión ante el órgano jurisdiccional nacional», los 
párrafos segundo y tercero del artículo 267  TFUE (RCL 2009, 2300) no han querido limitar dicha 
remisión sólo a los supuestos en los que una u otra de las partes en el litigio principal haya tomado 
la iniciativa de suscitar una cuestión de interpretación o de validez del Derecho de la Unión, sino 
que aquélla comprende igualmente los supuestos en que semejante cuestión es promovida por 
el mismo órgano jurisdiccional, que considera que una decisión del Tribunal de Justicia sobre este 
punto es «necesaria para poder dictar su sentencia» (sentencias de 16 de junio de 1981, Salonia, 
126/80, Rec. p. 1563, apartado 7, y de 8 de marzo de 2012 [TJCE 2012, 46] , Huet, C-251/11, Rec. 
p. I-0000, apartado 23).

24
Además, es jurisprudencia reiterada que, en el procedimiento establecido por el artículo 267  TFUE 
(RCL 2009, 2300) , corresponde exclusivamente al juez nacional, que conoce del litigio y debe asu-
mir la responsabilidad de la decisión jurisdiccional que debe adoptarse, apreciar, a la luz de las par-
ticularidades del asunto, tanto la necesidad de una decisión prejudicial para poder dictar sentencia 
como la pertinencia de las cuestiones que plantea al Tribunal de Justicia. Por consiguiente, cuando 
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las cuestiones planteadas se refieren a la interpretación del Derecho de la Unión, en principio el 
Tribunal de Justicia está obligado a pronunciarse ( sentencias de 18 de diciembre de 2007 [TJCE 
2007, 390] , Laval un Partneri, C-341/05, Rec. p. I-11767, apartado 45, y de 18 de marzo de 2010 
[TJCE 2010, 78] , Alassini y otros, C-317/08 a C-320/08, Rec. p. I-2213, apartado 25).

25
Además, en la medida en que la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) contiene disposiciones que pre-
vén especificaciones medioambientales sobre la composición de la gasolina y el gasóleo, cuya libre 
circulación en la Unión Europea pretende garantizar esa Directiva, y en que el órgano jurisdiccional 
remitente considera que una violación de esas disposiciones por la normativa belga sería contraria 
a la libertad de comercio e industria, así como a los principios de igualdad y de no discriminación, 
no cabe sostener que es evidente que la interpretación del Derecho de la Unión solicitada por ese 
tribunal no tiene ninguna relación con el objeto de litigio principal.

26
Por lo tanto, la petición de decisión prejudicial es admisible.

Sobre las cuestiones prejudiciales

Primera cuestión

27
Con carácter preliminar, ha de recordarse que, cuando una cuestión está regulada de forma armo-
nizada en el ámbito de la Unión, toda medida nacional a este respecto debe apreciarse a la luz de 
las disposiciones de esta medida de armonización (véanse las sentencias de 12 de octubre de 1993 
[TJCE 1993, 148] , Vanacker y Lesage, C-37/92, Rec. p. I-4947, apartado 9; de 13 de diciembre de 
2001 [TJCE 2001, 359] , DaimlerChrysler, C-324/99, Rec. p. I-9897, apartado 32, y de 30 de abril de 
2009 [TJCE 2009, 107] , Lidl Magyarország, C-132/08, Rec. p. I-3841, apartados 42 y 46).

28
Por ello, debe considerarse que, mediante su primera cuestión prejudicial, el tribunal remitente 
pregunta fundamentalmente si los artículos 3 a 5 de la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) deben 
interpretarse en el sentido de que se oponen a una normativa nacional, como la controvertida en 
el litigio principal, que obliga a las compañías petroleras que comercialicen gasolina o gasóleo a co-
mercializar también en el mismo año civil una determinada cantidad de biocombustibles, calculada 
en porcentajes de la cantidad total de esos productos que comercializan al año.

29
El artículo 3, apartado 2, de la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) , en relación con su anexo I, es-
tablece el valor límite máximo de etanol para la gasolina en 10% v/v.

30
En virtud del artículo 4, apartado 1, de dicha Directiva (LCEur 1998, 3989) , en relación con su anexo 
II, el valor límite máximo de contenido en FAME del combustible diésel es 7% v/v, sin perjuicio de la 
autorización prevista en dicho apartado 1, párrafo segundo.

31
En consecuencia, al obligar a las compañías petroleras a comercializar una cantidad mínima de 
bioetanol y de EMAG, a saber, el 4% v/v de la cantidad respectiva de gasolina y de gasóleo que co-
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mercializan, la Ley sobre la obligación de incorporación establece porcentajes mínimos obligatorios 
de biocombustibles inferiores a los valores límites máximos previstos en los artículos 3 y 4 de la 
Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) .

32
De ello resulta que tales porcentajes son conformes a dichos artículos 3 y 4 y que esas disposiciones 
no se oponen a una normativa como la controvertida en el litigio principal.

33
Dicho esto, procede señalar que la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) no establece valores límites 
mínimos respecto al contenido de biocombustibles de la gasolina y del gasóleo y que, con arreglo 
al artículo 5 de esa Directiva, no podrá prohibirse, restringirse o impedirse la comercialización de 
combustibles que cumplan los requisitos de esta última.

34
Sin embargo, la Ley sobre la obligación de incorporación establece porcentajes mínimos obligato-
rios de biocombustibles que, según su artículo 5, deben comercializarse a través de mezclas con la 
gasolina y el gasóleo.

35
Los porcentajes mínimos obligatorios de biocombustibles establecidos por la Ley sobre la obliga-
ción de incorporación no son aplicables a cada litro de carburante comercializado, sino a la cantidad 
total de carburantes comercializada al año.

36
Por tanto, como la Abogado General señaló en los puntos 48 a 52 de sus conclusiones, semejante 
obligación puede restringir la comercialización de combustibles que cumplan los requisitos de la 
Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) .

37
No obstante, las disposiciones de la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) y, en particular, su artícu-
lo 5, no pueden interpretarse con independencia de las disposiciones de las Directivas 2003/30 
(LCEur 2003, 1330) y 2009/28 (LCEur 2009, 780) , que estaban en vigor en la fecha de los hechos 
del litigio principal y de la presentación de la petición de decisión prejudicial.

38
En efecto, la circunstancia de que las Directivas 2009/28 (LCEur 2009, 780) y 2009/30 (LCEur 2009, 
782) (esta última modifica la Directiva 98/70) fueran adoptadas y entraran en vigor en la misma 
fecha y el hecho de que, junto con la Directiva 2003/30 (LCEur 2003, 1330) , formen parte de un 
conjunto de medidas destinadas a promover la producción y la utilización de energías renovables 
indican que el legislador de la Unión quiso garantizar una coherencia necesaria entre esas Directi-
vas.

39
A este respecto, ha de recordarse que la Directiva 2003/30 (LCEur 2003, 1330) , que, según su ar-
tículo 1, tenía por objeto fomentar la utilización de biocarburantes como sustitutivos del gasóleo 
o la gasolina a efectos de transporte en los Estados miembros, no imponía a los Estados miembros 
los medios que debían aplicar para alcanzar los objetivos nacionales indicativos establecidos en el 
artículo 3, apartado 1, de dicha Directiva, sino que les dejaba, a este respecto, elegir libremente en 
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cuanto a la naturaleza de las medidas que debían adoptarse (véase la sentencia de 10 de septiem-
bre de 2009 [TJCE 2009, 267] , Plantanol, C-201/08, Rec. p. I-8343, apartado 35).

40
De este modo, del considerando 19 de esa Directiva se desprende que los Estados miembros dispo-
nían de diferentes medios para alcanzar los objetivos previstos en ella, como, entre otros, un régi-
men de exención fiscal, ayudas financieras a la industria transformadora o el establecimiento de un 
porcentaje de biocarburantes de cumplimiento obligatorio por parte de las compañías petroleras 
(véase la sentencia Plantanol [TJCE 2009, 267] , antes citada, apartado 36).

41
De ello resulta que el artículo 5 de la Directiva 98/70 (LCEur 1998, 3989) , en relación con lo dis-
puesto en la Directiva 2003/30 (LCEur 2003, 1330) , no se oponía a que un Estado miembro obligara 
a las compañías petroleras a comercializar un porcentaje obligatorio de biocombustibles con fines 
de transporte para alcanzar los objetivos nacionales indicativos fijados con arreglo al artículo 3, 
apartado 1, de esa última Directiva.

42
Esta conclusión se impone con mayor razón si dicho artículo 5 se interpreta en relación con lo dis-
puesto en la Directiva 2009/28 (LCEur 2009, 780) , la cual, como resulta de su noveno considerando 
y de su artículo 1, fija objetivos nacionales obligatorios en relación con la cuota de energía proce-
dente de fuentes renovables en el consumo de energía en el transporte.

43
A este respecto, en dicho considerando se alude al objetivo, respaldado por el Consejo Europeo de 
marzo de 2007, de una cuota vinculante mínima del 10%, para todos los Estados miembros, con 
relación al porcentaje de biocarburantes sobre el conjunto de los combustibles (gasóleo y gasolina) 
de transporte consumidos en 2020, que debe introducirse respetando la relación coste-eficacia.

44
Este objetivo se confirma en el artículo 3, apartado 4, párrafo primero, de la Directiva 2009/28 
(LCEur 2009, 780) , que establece que la energía procedente de fuentes renovables en todos los 
tipos de transporte en 2020 deberá ser como mínimo equivalente al 10% del consumo final de 
energía de cada Estado miembro en el transporte.

45
En este contexto, la Directiva 98/70 (LCEur 2009, 780) fue modificada por la Directiva 2009/30 para 
establecer, con arreglo al objetivo marcado a los Estados miembros por esta última Directiva y por 
las Directivas 2003/30 (LCEur 2009, 782) y 2009/28 (LCEur 2009, 780) , niveles de mezcla adecua-
dos entre biocombustibles y carburantes fósiles, como se indica en los artículos 3, apartado 2, y 4, 
apartado 1, de la Directiva 98/70, en relación con los anexos I y II de esa Directiva, respectivamente.
46

Por consiguiente, 

47
En consecuencia, procede responder a la primera cuestión que los artículos 3 a 5 de la Directiva 
98/70 (LCEur 1998, 3989) deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa 
nacional, como la controvertida en el litigio principal, que, con arreglo al objetivo de promoción de 
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la utilización de biocombustibles en el transporte marcado a los Estados miembros por las Directi-
vas 2003/30 (LCEur 2003, 1330) , 2009/28 (LCEur 2009, 780) y 2009/30 (LCEur 2009, 782) , obliga a 
las compañías petroleras que comercialicen gasolina o gasóleo a comercializar también en el mismo 
año civil una determinada cantidad de biocombustibles, mezclándola con esos productos, cuando 
esa cantidad se calcula en porcentajes de la cantidad total de dichos productos que comercializan 
al año y esos porcentajes se ajustan a los valores límites máximos fijados por la Directiva 98/70.

Segunda cuestión

48
Mediante su segunda cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta fundamen-
talmente si el artículo 8 de la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) debe interpretarse en el sentido 
de que impone la obligación de comunicar un proyecto de normativa nacional en virtud de la cual 
las compañías petroleras que comercialicen gasolina o gasóleo también deben comercializar en el 
mismo año civil determinados porcentajes de biocombustibles.

49
Es jurisprudencia reiterada que la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) tiene como finalidad, me-
diante un control preventivo, proteger la libre circulación de mercancías, que es uno de los fun-
damentos de la Unión, y que este control es útil en la medida en que los reglamentos técnicos 
contemplados por la Directiva pueden constituir obstáculos a los intercambios de mercancías en-
tre Estados miembros; estos obstáculos sólo pueden admitirse si son necesarios para satisfacer 
exigencias imperativas que persigan un objetivo de interés general (véanse las sentencias de 8 de 
septiembre de 2005 [TJCE 2005, 254] , Lidl Italia, C-303/04, Rec. p. I-7865, apartado 22; de 15 de 
abril de 2010 [TJCE 2010, 105] , Sandström, C-433/05, Rec. p. I-2885, apartado 42, y de 9 de junio 
de 2011 [TJCE 2011, 173] , Intercommunale Intermosane y Fédération de l’industrie et du gaz, 
C-361/10, Rec. p. I-0000, apartado 10).

50
Puesto que la obligación de comunicación establecida en el artículo 8, apartado 1, párrafo primero, 
de la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) constituye un medio esencial para la realización de ese 
control, la eficacia de éste se verá tanto más reforzada en la medida en que la Directiva se inter-
prete en el sentido de que el incumplimiento de la obligación de comunicación constituye un vicio 
sustancial de procedimiento que puede dar lugar a la inaplicabilidad de los reglamentos técnicos 
de que se trate, de modo que éstos no puedan ser invocados contra los particulares (véanse las 
sentencias antes citadas Lidl Italia [TJCE 2005, 254] , apartado 23, y Sandström [TJCE 2010, 105] , 
apartado 43).

51
En este contexto, ha de recordarse que del artículo 1, punto 11, de la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 
2316) resulta que el concepto de «reglamento técnico» comprende tres categorías, a saber, en 
primer lugar, la «especificación técnica», con arreglo al artículo 1, punto 3, de dicha Directiva; en 
segundo lugar, el «otro requisito», definido en el artículo 1, punto 4, de ésta y, en tercer lugar, la 
prohibición de fabricación, importación, comercialización o utilización de un producto contempla-
do en el artículo 1, punto 11, de la misma Directiva (véanse las sentencias de 21 de abril de 2005 
[TJCE 2005, 107] , Lindberg, C-267/03, Rec. p. I-3247, apartado 54, y de 8 de noviembre de 2007 
[TJCE 2007, 305] , Schwibbert, C-20/05, Rec. p. I-9447, apartado 34, e Intercommunale Intermosa-
ne y Fédération de l’industrie et du gaz [TJCE 2012, 173] , antes citada, apartado 11).
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52
Aun suponiendo que las disposiciones de la Ley sobre la obligación de incorporación estén com-
prendidas en una de estas tres categorías, es preciso analizar previamente si en una situación como 
la controvertida en el litigio principal es aplicable la obligación de comunicación prevista en el artí-
culo 8, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) .

53
A este respecto, ha de recordarse que, en virtud del artículo 10, apartado 1, último guión, de la Di-
rectiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) , el artículo 8 no se aplicará a las disposiciones legales, reglamen-
tarias o administrativas de los Estados miembros en virtud de las cuales éstos se limiten a modificar 
un reglamento técnico con arreglo a lo dispuesto en el punto 11) del artículo 1, de conformidad con 
una solicitud de la Comisión para eliminar un obstáculo a los intercambios.

54
Pues bien, en lo que respecta al litigio principal, de los documentos obrantes en autos de que dispo-
ne el Tribunal de Justicia se desprende que, con arreglo al artículo 8, apartado 1, párrafo primero, 
de la Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) , el Reino de Bélgica comunicó, en 2007, a la Comisión un 
proyecto de normativa que establecía una obligación de comercialización de biocombustibles, que 
dio lugar a un dictamen razonado y a observaciones de la Comisión, emitidos, respectivamente, en 
virtud de los artículos 9, apartado 2, y 8, apartado 2, de dicha Directiva, relativos a los porcentajes 
mínimos de biocombustibles impuestos por ese proyecto y a sus modalidades de aplicación.

55
De los autos resulta también que, a raíz del dictamen razonado y de las observaciones, el Reino 
de Bélgica comunicó, en 2009, un anteproyecto de Ley sobre la obligación de incorporación cuyas 
disposiciones relativas a los porcentajes mínimos obligatorios de biocombustibles y a las modali-
dades de aplicación de esos porcentajes habían sido modificadas con el fin de tener en cuenta el 
dictamen y las observaciones.

56
De ello se deduce que, en estas circunstancias, el Reino de Bélgica se limitó a modificar las dispo-
siciones de un proyecto de normativa, con arreglo a una solicitud de la Comisión para eliminar un 
obstáculo a los intercambios, por lo que, en virtud del artículo 10, apartado 1, último guión, de la 
Directiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) , la obligación de comunicación prevista en el artículo 8, apar-
tado 1, párrafo primero, de dicha Directiva no es aplicable al proyecto de Ley sobre la obligación de 
incorporación.

57
En consecuencia, procede responder a la segunda cuestión prejudicial que el artículo 8 de la Direc-
tiva 98/34 (LCEur 1998, 2316) , en relación con el artículo 10, apartado 1, último guión, de esa Di-
rectiva, debe interpretarse en el sentido de que no impone la obligación de comunicar un proyecto 
de normativa nacional en virtud de la cual las compañías petroleras que comercialicen gasolina o 
gasóleo también deben comercializar en el mismo año civil determinados porcentajes de biocom-
bustibles, cuando, después de haber sido comunicado con arreglo a dicho artículo 8, apartado 1, 
párrafo primero, ese proyecto fue modificado para tener en cuenta las observaciones de la Comi-
sión al respecto y se le comunicó posteriormente el proyecto modificado.
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Costas

58
Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente 
promovido ante el órgano jurisdiccional remitente, corresponde a éste resolver sobre las costas. 
Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observa-
ciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara:

1º
Los artículos 3 a 5 de la Directiva 98/70/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de oc-
tubre de 1998 (LCEur 1998, 3989) , relativa a la calidad de la gasolina y el gasóleo y por la que se 
modifica la Directiva 93/12/CEE (LCEur 1993, 752) del Consejo, en su versión modificada por la 
Directiva 2009/30/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009 (LCEur 2009, 
782) , deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa nacional, como la 
controvertida en el litigio principal, que, con arreglo al objetivo de promoción de la utilización de 
biocombustibles en el transporte marcado a los Estados miembros por las Directivas 2003/30/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de mayo de 2003 (LCEur 2003, 1330) , relativa al fo-
mento del uso de biocarburantes u otros combustibles renovables en el transporte, 2009/28/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009 (LCEur 2009, 780) , relativa al fomento 
del uso de energía procedente de fuentes renovables y por la que se modifican y se derogan las 
Directivas 2001/77/CE (LCEur 2001, 3766) y 2003/30 (LCEur 2003, 1330) , y 2009/30 (LCEur 2009, 
780) , obliga a las compañías petroleras que comercialicen gasolina o gasóleo a comercializar tam-
bién en el mismo año civil una determinada cantidad de biocombustibles, mezclándola con esos 
productos, cuando esa cantidad se calcula en porcentajes de la cantidad total de dichos productos 
que comercializan al año y esos porcentajes se ajustan a los valores límites máximos fijados por la 
Directiva 98/70, en su versión modificada por la Directiva 2009/30.

2º
El artículo 8 de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 
1998 (LCEur 1998, 2316) , por la que se establece un procedimiento de información en materia 
de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los servicios de la sociedad 
de la información, en su versión modificada por la Directiva 98/48/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 20 de julio de 1998 (LCEur 1998, 2497) , en relación con el artículo 10, apartado 1, 
último guión, de esa Directiva, debe interpretarse en el sentido de que no impone la obligación de 
comunicar un proyecto de normativa nacional en virtud de la cual las compañías petroleras que 
comercialicen gasolina o gasóleo también deben comercializar en el mismo año civil determina-
dos porcentajes de biocombustibles, cuando, después de haber sido comunicado con arreglo a 
dicho artículo 8, apartado 1, párrafo primero, ese proyecto fue modificado para tener en cuenta 
las observaciones de la Comisión Europea al respecto y se le comunicó posteriormente el proyecto 
modificado.
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VII.ANÁLISIS NORMATIVO

A- RENTA: Cuestiones a considerar en la próxima declaración de renta del año 
2012

La mayor parte de las novedades en la Renta del 2012 son consecuencia del proceso denomina-
do de “consolidación de las finanzas públicas”, por el que se pretende que dejen de disminuir 
los ingresos tributarios en esta época de crisis.

Novedades en la Renta 2012

Muchas son las novedades a las que tendremos que prestar atención en esta declaración, siendo la 
mayor parte de ellas consecuencia del proceso por el que se pretende que dejen de disminuir los 
ingresos tributarios en esta época de crisis, proceso al que se ha denominado “de consolidación de 
las finanzas públicas”.

Podemos destacar las siguientes cuestiones:

Exención por despido improcedente:

· La última reforma laboral, aprobada finalmente por la Ley 3/2012, con origen en el Real Decreto
3/2012, vuelve a hacer imprescindible el acto de conciliación para que quede exenta la indem-
nización por despido improcedente, y ello a partir de 8 de julio de 2012. Recordemos que hasta 
dicha fecha, por aplicación de la normativa anterior o por el régimen transitorio establecido por la 
Ley 3/2012 desde la publicación del Real Decreto-ley, para que la indemnización estuviera exenta, 
solo era preciso que el empresario reconociese la improcedencia del despido y que no se trate de 
extinciones de contrato de mutuo acuerdo en el marco de planes o sistemas colectivos de bajas 
incentivadas.

· Nuevo importe exento del despido improcendente. Después de la reforma laboral la indemniza-
ción exenta será la siguiente (en este punto la legislación fiscal sigue a la laboral):

o Contratos formalizados a partir del 12 de febrero de 2012: 33 días por año trabajado, con un 
máximo de 24 mensualidades

o Contratos formalizados antes de dicha fecha: 33 días por año trabajado a partir del 12 -02-12 y 45 
días por año trabajado antes, con un máximo de 720 días, excepto que dicho límite se supere por 
el cómputo de los años trabajados hasta el 11 de febrero pasado, en cuyo caso sí se puede exceder 
de aquél, sin sobrepasar el límite de 42 mensualidades.

· Importe exento de los despidos colectivos:

o Si se trata de un ERE aprobado o iniciado antes del 12-02-12 la indemnización exenta será de 45 
días por año trabajado, con un máximo de 42 mensualidades (en ERE’s anteriores a 08-03-2009 
solo está exenta la indemnización de 20 días/año con máximo de 12 mensualidades).

o Despidos colectivos a partir de 12-02-12: la que hubiera correspondido si el despido hubiera sido
improcedente a partir de dicha fecha.
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Exención del 50% de las ganancias patrimoniales puestas de manifiesto con ocasión de la trans-
misión de inmuebles urbanos adquiridos desde el 12-05-12 a 31-12-12:

· Si se trata de la transmisión de una vivienda habitual y se reinvierte parte de lo obtenido por la 
misma, de la parte de la ganancia que no quede exenta por reinversión, se dejará exenta el 50%.

· No se aplica si se adquiere o transmite el inmueble al cónyuge, a parientes hasta segundo grado o 
a una entidad ligada al contribuyente o a los familiares citados anteriormente, respecto de la que se
produzca alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 42 del Código de Comercio.

Exención en daciones en pago efectuados por deudores hipotecarios sin recurso, según lo pre-
visto en el Real Decreto-Ley 6/2012: es aplicable a los deudores hipotecarios situados en el umbral 
de exclusión, esto es, en los que concurren todas las circunstancias siguientes: todos los miembros 
de la unidad familiar carecen de rentas de trabajo o de actividades económicas, la cuota hipoteca-
ria supera el 60% de los ingresos netos, carecen de otros bienes o derechos para hacer frente a la 
deuda y se trata de préstamo hipotecario sobre la única vivienda propiedad del deudor.

Exención de la renta en especie obtenida por trabajadores a los que la empresa entrega o cede 
el uso de equipos informáticos (o la ayuda percibida para que los adquieran) como incentivo para 
habituar a los empleados al uso de las nuevas tecnologías si se usan solo fuera del lugar de trabajo. 
En realidad se trata de una prórroga del incentivo cuya aplicación finalizaba en 2011.

Reducción del 20% del rendimiento neto de actividades económicas por mantenimiento o crea-
ción de empleo (se prorroga el incentivo en 2012):

· La pueden aplicar los contribuyentes que realicen actividades económicas en 2012, en las que 
mantengan o incrementen la plantilla en dicho año con respecto a la que tuvieran en 2008.

· La reducción del 20% viene limitada al 50% de las retribuciones al personal satisfechas en el ejer-
cicio.

· Es requisito imprescindible par aplicar este incentivo que la empresa se pueda calificar como mi-
cropyme: importe neto de la cifra de negocios inferior a 5 millones de euros y plantilla menor de 25
empleados.

· Para computar la plantilla media solo se tienen en cuenta los trabajadores con contrato laboral, en
régimen de dependencia y por cuenta ajena. A estos efectos no se considera que se reduce la 
plantilla cuando alguno de los empleados se encuentre dado de baja por enfermedad o por mater-
nidad y, si alguno tiene reducción de jornada por cuidado de hijos, esta circunstancia no se tiene 
en cuenta.

Libertad de amortización: recordamos que en 2009 y 2010 se podía aplicar este incentivo para 
elementos nuevos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias a condición de que, 
al menos, se mantuviera empleo. También se pueden amortizar libremente esos mismos elemen-
tos si se adquirieron en 2011 y hasta 31-03-12, sin que ello se condicione al mantenimiento de 
plantilla, ahora bien, teniendo en cuenta que el importe del exceso de amortización estará limitado 
al rendimiento neto positivo de la actividad económica a la que están afectos los bienes previo a la 
amortización y a la deducción de gastos de difícil justificación.
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· Novedad: se suprime el incentivo a partir de 31-03-12. 

· Novedad: si se ha realizado la inversión antes y aún no se ha aplicado el incentivo en su totalidad, 
en 2012 y 2013, se limita la posibilidad de aplicar el saldo restante de amortización en caso de que 
la empresa no sea de reducida dimensión. El límite es el 40 ó el 20% del rendimiento neto de la 
actividad según se trate de libertad condicionada al mantenimiento de empleo o no.

· Novedad: en la transmisión del bien que haya gozado de este incentivo habrá que aplicar una regla
especial de cálculo de la ganancia o pérdida patrimonial, como veremos en el apartado de ganan-
cias y pérdidas patrimoniales.

Reducción en 2012 y 2013 del gasto fiscal correspondiente al valor de adquisición del fondo 
de comercio: del 5 al 1% anual, pero solo para contribuyentes cuya negocio no sea de reducida 
dimensión.

Reducción del gasto fiscal, en 2012 y 2013, correspondiente a intangibles de vida útil indefinida, 
del 10 al 2% anual, pero también solo para contribuyentes que no tengan la condición de empresa 
de reducida dimensión.

Contribuyentes que determinan el rendimiento neto de sus actividades económicas por el régi-
men de estimación objetiva: se mantiene la reducción general del 5% del rendimiento neto, se re-
bajan los módulo de determinados sectores agrícolas y se reducen los de actividades desarrolladas 
en el término municipal de Lorca.

Transmisión de un elemento que ha estado afecto a actividades económicas y que se ha amor-
tizado libremente: para el cálculo de la ganancia o pérdida patrimonial no se reducirá el valor de 
adquisición en el importe amortizado que exceda de la amortización que se hubiera deducido sin 
aplicar este incentivo. El exceso de amortización tributará como rendimiento íntegro de la actividad 
económica.

Nueva presunción de ganancia no justificado de patrimonio: en caso de que se incumpla la obli-
gación de informar en plazo de determinados bienes y derechos situados en el extranjero, estos 
tendrán la consideración de ganancias no justificadas de patrimonio, sin que se pueda invocar la 
prescripción.

· No se aplica la norma si se demuestra que se adquirieron con renta declarada o en un ejercicio en 
el que no se era contribuyente por este impuesto.

· Además de que la ganancia tributará con la base liquidable general, se establece una sanción del
150% de la cuota resultante de la liquidación.

Participaciones de un Fondo de Activos Bancarios: a los partícipes contribuyentes del IRPF se l 
aplia un régimen como al de socios y partícipes de IIC, a excepción del régimen de traspaso

Modificación de la tributación de pérdidas del juego: las pérdidas en el juego, salvo las produci-
das en los juegos gravados por el gravamen especial a las loterías y apuestas oficiales (organizados 
por LAE, CCAA, Cruz Roja, ONCE y organismos equivalentes de UE y del EEE), se pueden compensar 
con las ganancias hasta el importe de éstas. Hasta 2012 se tributaba por las ganancias en estos 
juegos y no se computaban las pérdidas.



Asesores Legales y Tributarios Boletín Informativo Abril 2013 | 75

Tarifas complementarias: 

· Se establece, transitoriamente en 2012 y 2013, una tarifa complementaria a la estatal: se aplica 
a la base liquidable general y, como la tarifa general, también separadamente al importe de las 
anualidades por alimentos. Si agregamos la tarifa complementaria a la estatal resulta la siguiente:

Se establece también transitoriamente, en 2012 y 2013, una escala complementaria del ahorro. Si
agregamos esta tarifa complementaria a la que existía, resulta la siguiente:

Supresión de la compensación por adquisición de vivienda: se suprime la compensación que po-
dían aplicar, hasta 2011, los contribuyentes que hubieran adquirido vivienda antes del 20 de enero 
de 2006 utilizando financiación ajena.

Deducciones por creación de empleo consecuencia de la reforma laboral:

·3.000 euros por contrato del primer trabajador con contrato de trabajo por tiempo indefinido de 
apoyo a los emprendedores que sea menor de 30 años.

· Independientemente de la anterior, el 50% de la prestación por desempleo que el nuevo trabaja-
dor tuviera pendiente en el momento de la contratación o del importe de 12 mensualidades de la 
prestación por desempleo que tuviera reconocida, cuando se contraten trabajadores desemplea-
dos con contrato de trabajo por tiempo indefinido de apoyo a los emprendedores, siempre que la 
empresa, en el momento de la contratación, tenga menos de 50 trabajadores.
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· Estas deducciones se aplican en la cuota del ejercicio en el que termine el periodo de prueba del
trabajador (un año), siempre que se mantenga la relación laboral al menos 3 años.

Flexibilidad de la utilización del borrador: en 2012 podrán utilizar el borrador para declarar, ade-
más de los perceptores de rentas del trabajo, del capital mobiliario sujetos a retención, de Letras 
del Tesoro, ganancias patrimoniales sometidas a retención e imputación de rentas inmobiliarias 
con un máximo de dos inmuebles, como en 2011, también los contribuyentes que obtengan las 
siguientes rentas:

· La renta básica de emancipación.

· Subvenciones para la adquisición de vivienda habitual.

· Otras subvenciones, excepto las que constituyan rendimientos de actividades económicas.

· Pérdidas patrimoniales derivadas de la transmisión o reembolso a título oneroso de acciones o
participaciones de IIC.

· La imputación de rentas inmobiliarias con un máximo de 8 inmuebles (antes 2).

· Rendimientos del capital mobiliario obtenidos por entidades en régimen de atribución de rentas
cuando hayan sido atribuidos a los contribuyentes.

Novedades en la gestión:

· La confirmación o suscripción del borrador por vía telemática puede hacerse desde el 2 de abril 
hasta el 1 de julio.

· Si el resultado es a ingresar podrá domiciliarse el primer plazo o toda la cuota solo hasta el 26 de
junio.

· Las declaraciones del IRPF pueden presentarse del 24 de abril al 1 de julio si se hace por vía tele-
mática, y desde el 6 de mayo al 1 de julio si se presenta de otra forma.

· Las declaraciones del Impuesto sobre el Patrimonio, que obligatoriamente se presentan por vía
telemática, tienen un plazo de presentación desde el 24 de abril hasta el 1 de julio.

· Si se domicilia el pago del Impuesto sobre el Patrimonio y si se domicilia la totalidad o el primer 
plazo del IRPF, el plazo de presentación termina el 26 de junio.

Actualización de balances:

· Pueden actualizar los contribuyentes del IRPF que realicen actividades económicas que lleven 
contabilidad conforme al Código de Comercio o libros registros de su actividad económica.

· Si se opta por esta posibilidad, en el mismo plazo de presentación del IRPF habrá que presentar el
modelo 108 de gravamen único de actualización.
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· El coste monetario de esa opción es satisfacer el 5% del incremento neto de valor de los elementos
patrimoniales actualizados.

· Se pueden actualizar los elementos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias 
que figuren en el balance cerrado a 31-12-12. Si se decide actualizar, habrá que hacerlo respecto de
todos los elementos con la excepción de los inmuebles, en los que se puede optar uno a uno.

· El mecanismo de actualización consiste en multiplicar el valor de adquisición y las mejoras por los
coeficientes de actualización, correspondientes al año en que se adquirieron, que prevé la norma, y
restarle las amortizaciones contables, fiscalmente deducibles, multiplicadas por sus coeficientes.
Dicho importe se minora en el neto contable del elemento, y la diferencia es el importe por el que 
se actualiza el mismo, siempre con el límite del valor de mercado del elemento.

· En general los efectos de la actualización se producen en 2013, así la amortización contable del 
valor actualizado empieza a aplicarse en 2013, pero la nueva amortización contable no puede de-
ducirse hasta 2015 y siguientes.

· Por simplificar, un empresario o profesional lo más probable es que solo pueda actualizar in-
muebles, debido a que el resto de bienes tendrán un valor de mercado inferior al resultante de la 
actualización.

Por otra parte, como factores a favor de la actualización habrá que considerar la previsión de los 
rendimientos positivos futuros, que interese poder presentar un balance saneado para una mejor
financiación, que no se piensen vender los inmuebles actualizados en mucho tiempo, que el valor 
del negocio esté exento en el Impuesto sobre el Patrimonio y que se tribute a un marginal elevado 
en el IRPF.

B. IMPUESTOS ALCOHOL: Desnaturalizantes	
 
Se modifica el Anexo del Reglamento número 3199/93 relativo al reconocimiento mutuo de 
procedimientos para la desnaturalización completa del alcohol a efectos de la exención de los 
impuestos especiales.

A partir del 1 de julio de 2013, la desnaturalización se realizará por hectolitro de alcohol absoluto: 
Tres litros de alcohol isopropílico, tres litros de metiletilcetona, un gramo de benzoato de denator-
tio. Además se autoriza a cada Estado Miembro a la posibilidad de utilizar un colorante que permita 
identificarlo de inmediato. Transitoriamente se permite a ciertos Estados seguir utilizando el mismo 
desnaturalizante por un periodo determinado.
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